
REPÚBLICA DE PANAMÁ   

RESPUESTAS DE TRANSPARENCIA INTERNACIONAL, CAPÍTULO 
PANAMÁ, AL CUESTIONARIO APROBADO EL 24 DE MAYO DE 2002 Y 
RELACIONADO CON LAS DISPOSICIONES SELECCIONADAS POR EL 
COMITÉ DE EXPERTOS DEL MECANISMO DE SEGUIMIENTO DE LA 

IMPLEMENTACIÓN DE LA CONVENCIÓN INTERAMERICANA CONTRA 
LA CORRUPCIÓN PARA SER ANALIZADAS EN EL MARCO DE LA 

SEGUNDA RONDA   

(Nota: TI-Panamá se limitó a complementar las respuestas ya 
proporcionadas por el gobierno el año pasado, y éstas aparecen en negrilla 

en el documento adjunto. De las 21 páginas que bajamos del Internet el 
actual documento tiene 36 páginas) 

 

ORGANIZACIÓN DE ESTADOS AMERICANOS 

WASHINGTON, D.C.   

PANAMÁ, AGOSTO DE 2003  
CUESTIONARIO RELATIVO A LAS DISPOSICIONES SELECCIONADAS 

POR EL COMITÉ DE EXPERTOS DEL MECANISMO DE  
SEGUIMIENTO DE LA IMPLEMENTACIÓN DE LA  

CONVENCIÓN INTERAMERICANA CONTRA LA CORRUPCIÓN  
PARA SER ANALIZADAS EN EL MARCO DE LA SEGUNDA RONDA1[1]  

   
   

I.  BREVE DESCRIPCIÓN DEL SISTEMA JURÍDICO – INSTITUCIONAL  
PANAMEÑO:  

 
El golpe de Estado de 1968 se legitimó constitucionalmente mediante la adopción 
de la Constitución Política de 1972, la cual fue reformada por el Acto 
Reformatorio de 1978. No es, sino mediante el Acto Constitucional de 1983 que 
se democratiza el texto Constitucional de 1972. El Acto Legislativo de 1994 elevó, 
finalmente, a la categoría constitucional las regulaciones fundamentales sobre el 
Canal de Panamá y prohibió  “de jure” la existencia de un ejercito nacional. 
 
La República de Panamá es el Estado soberano e independiente en el que se encuentra 
organizada la nación panameña.  Su gobierno es unitario, republicano, democrático y 
representativo (Art. 1, C.P.). 
 
El Poder Público sólo emana del pueblo panameño, y lo ejerce el Estado de acuerdo a 
lo que la Constitución Política establece, por medio de los Órganos Legislativo, 
Ejecutivo y Judicial, los cuales actúan limitada y separadamente, pero en armónica 
colaboración (Art. 2, C.P.).  
 
El Gobierno de la República de Panamá es una democracia constitucional 
desarrollada bajo un régimen presidencialista, en donde el Presidente de la República, 
quien dirige el Órgano Ejecutivo, es tanto Jefe de Estado como Jefe de Gobierno.    
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La función de expedir las leyes necesarias para el cumplimiento de los fines y el 
ejercicio de las funciones del Estado declarado en la Constitución Política es 
competencia del Órgano Legislativo, constituido por una corporación unicameral 
denominada Asamblea Legislativa.  Sus miembros, llamados Legisladores, son 
elegidos mediante postulación partidista y votación popular directa.  La elección de 
los Legisladores es proporcional al número de habitantes de la correspondiente 
circunscripción electoral, o Circuito Electoral, basada tanto en la división política 
administrativa de Distritos de cada una de las nueve provincias de la República como 
en el número de habitantes de las comarcas indígenas.   Los legisladores actúan en 
interés de la Nación y representan en la Asamblea Legislativa a sus respectivos 
partidos políticos y a los electores de su Circuito Electoral.  El número actual de 
Legisladores es de 71, con dos suplentes cada uno.  
 
El Órgano Ejecutivo está compuesto por el Presidente de la República y los Ministros 
de Estado, trece en total, quienes son de libre nombramiento y remoción del 
Presidente y cuyas carteras son creadas por Ley.  Entre otras funciones, el Órgano 
Ejecutivo coordina la labor de la administración y los establecimientos públicos, vela 
por la conservación del orden público, sanciona y promulga las Leyes, las obedece y 
vela por su exacto cumplimiento; celebra contratos administrativos para la prestación 
de servicios y ejecución de obras públicas, dirige las relaciones exteriores, decreta 
indultos por delitos políticos, rebajas penas y concede libertad condicional a los reos 
de delitos comunes y reglamenta las Leyes que lo requieran para su mejor 
cumplimiento, sin apartarse en ningún caso de su texto ni de su espíritu.  La reunión 
del Presidente de la República con los dos Vicepresidentes de la República y los 
Ministros de Estado se denomina Consejo de Gabinete, el cual tiene las funciones que 
le asignan la Constitución Política y las Leyes.  
 
El Presidente de la República, sus dos vicepresidentes, los Legisladores, los Alcaldes 
de Distrito y los miembros de los Concejos Municipales, llamados Concejales o 
Representantes de Corregimiento, y sus respectivos suplentes, son electos por medio 
de elecciones generales realizadas en una misma fecha cada cinco años por igual 
período. 
 
Para garantizar la libertad, honradez y eficacia del sufragio popular existe el Tribunal 
Electoral, un órgano autónomo con patrimonio propio y jurisdicción en toda la 
República, el cual interpreta y aplica privativamente la legislación electoral.  La 
superación de la llamada década perdida de nuestro hemisferio, y esto desde la 
perspectiva de la conculcación de las libertades ciudadanas por los regímenes 
militares que predominaron hasta los años 80, nos enfrenta a la ineludible tarea 
de la reconstrucción democrática de nuestras sociedades. 
 
Si bien, y en ese sentido, la República de Panamá estrena sus instituciones 
electorales en la década de los 80, las elecciones presidenciales celebradas en este 
período (1984-1989), todavía bajo la égida de la dictadura militar, no arrojaron 
resultados democráticos.  En otras palabras, los militares no permitieron el 
respeto a la voluntad popular, a pesar que existía un Tribunal Electoral diseñado 
legalmente para actuar muy bien bajo un régimen democrático. 
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No es sino, en la década de los 90, cuando los militares dejan el poder, que la 
democracia empieza a implementarse con las imperfecciones que la caracterizan 
en nuestros países. 
 
A partir de entonces, el Tribunal Electoral ha presidido cinco torneos electorales, 
todos ellos de una manera cristalina y transparente.  En las elecciones parciales 
de 1990 y en las elecciones generales de 1994 y 1999, se ha reconocido el triunfo 
de la oposición y se ha transferido pacíficamente el ejercicio del poder. Así 
mismo, en las convocatorias a referendos constitucionales convocados en 1992 y 
1998, los gobiernos de turno aceptaron el veredicto de las urnas, el cual, en 
ambos casos, fue contrario del querer de quienes en esos momentos ostentaban el 
poder. 
 
Las garantías fundamentales son reconocidas en la Constitución Política como parte 
de los derechos y deberes individuales de las personas.  Las autoridades de la 
República están instituidas para proteger la vida, honra y bienes a los nacionales 
dondequiera que se encuentren y a los extranjeros que estén bajo su jurisdicción; 
asegurar la efectividad de los derechos y deberes individuales y sociales, y cumplir y 
hacer cumplir la Constitución y la Ley (Art. 17, C.P.). 
 
Los particulares sólo son responsables ante las autoridades por infracción de las 
normas constitucionales o de la Ley.  Los servidores públicos lo son por esas mismas 
causas y también por extralimitación de funciones o por omisión en el ejercicio de 
éstas (Art. 18, C.P.).  
 
Toda persona tiene derecho a presentar peticiones y quejas respetuosas a los 
servidores públicos por motivos de interés social o particular, y el de obtener pronta 
resolución.  El servidor público ante quien se presente una petición, consulta o queja 
deberá resolver dentro del término de treinta días, so pena de las sanciones 
correspondientes señaladas por la Ley (Art. 41, C.P.). 
 
Recientemente, y mediante la Ley 6 del 22 de enero del 2002, se regula el acceso a 
la información de carácter público  por parte de particulares, el recurso de 
habeas data para ser efectivo este derecho, la participación ciudadana en algunas 
obras que corren por cuenta del Estado, así como la obligación de las entidades 
que se rigen por dicha ley de adoptar sus respectivos códigos de ética.   
 
La Ley 6 del 22 de enero del 2002, mejor conocida como la Ley de 
Transparencia, constituye un instrumento legal que pone a la República de 
Panamá a la vanguardia en la legislación sobre este tema en América Latina.  No 
obstante, tres meses luego de la adopción de dicha ley, el Órgano Ejecutivo 
adoptó el Decreto Ejecutivo No. 124 del 14 de mayo del 2002 que, en su 
aplicación práctica, hace más onerosa, por no decir que impide, a los 
particulares el pleno acceso a la información de carácter público en manos de 
agentes del Estado, tal como era el objetivo primordial de la Ley de 
Transparencia. 
 
El sistema legal panameño es de tipo civil, predominante en Centro y Sur América. La 
Ley obliga, tanto a los nacionales, como a los extranjeros residentes o transeúntes en 
el territorio de la República, y una vez promulgada, la ignorancia de ella no sirve de 
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excusa para su incumplimiento.  Ninguna ley tiene efectos retroactivos a menos que 
sea de orden público o de interés social y que en ella así se exprese, o que sea de 
materia criminal y beneficie al reo (Art. 43, C.P.).  
   
La administración de justicia es gratuita, expedita e ininterrumpida (Art. 198, C.P.).  
Corresponde principalmente al Órgano Judicial, constituido por la Corte Suprema de 
Justicia, los Tribunales y los Juzgados establecidos por la Ley.  Entre las atribuciones 
de la Corte Suprema destacan la de guarda de la integridad de la Constitución Política, 
la del ejercicio de la jurisdicción contencioso-administrativa, la de servir de instancia 
de casación y la de nombrar los Magistrados de los Tribunales.  La labor del Órgano 
Judicial se desarrolla estrechamente con la del Ministerio Público, el cual lo ejercen el 
Procurador General de la Nación, el Procurador de la Administración, y los Fiscales, 
Personeros y otros funcionarios establecidos por la Ley.  El Ministerio Público tiene 
como atribuciones, entre otras, la de defender los intereses del Estado o del 
Municipio; promover el cumplimiento o ejecución de las Leyes, sentencias judiciales 
y disposiciones administrativas; vigilar la conducta oficial de los funcionarios 
públicos y cuidar que todos desempeñen cumplidamente sus deberes; perseguir los 
delitos y contravenciones de disposiciones constitucionales o legales y servir de 
consejero jurídico de los funcionarios administrativos (Art. 217, C.P.).  
 
Como una debilidad en el proceso de consolidación del Estado de Derecho y la 
institucionalidad democrática en la República de Panamá, podríamos mencionar 
la forma como se escogen los Magistrados a la Corte Suprema de Justicia y los 
Procuradores, pues es percibida con un factor que ha promovido en ocasiones la 
falta de independencia del Órgano Judicial y del Ministerio Público  respecto a 
los otros Órganos del Estado. Citamos el caso del nombramiento de dos 
magistrados a la Corte Suprema de Justicia el año pasado, cargo para el cual el 
Ejecutivo postuló a un abogado que ocupaba el cargo de ministro de gobierno  y 
a un legislador de la Asamblea Legislativa del partido oficialista, acto que a 
todas luces debió ser evitado por constituir un evidente conflicto de interés, que 
posteriormente generó una serie de denuncias de supuesta compra de votos para 
lograr este objetivo del Ejecutivo, caso que aún no ha sido resuelto por nuestras 
autoridades. 
 
 
La fiscalización, regulación y control de todos los actos de manejos de fondos y otros 
bienes públicos, corresponde a un organismo estatal independiente, la Contraloría 
General de la República (Art. 275, C.P.).  Entre sus funciones están las de examinar, 
intervenir y fenecer las cuentas de los funcionarios públicos, entidades o personas que 
administren, manejen o custodien fondos u otros bienes públicos; de realizar 
inspecciones e investigaciones tendientes a determinar la corrección o incorrección de 
las operaciones que afecten patrimonios públicos y, en su caso, presentar las 
denuncias respectivas y juzgar cuentas de agentes y empleados de manejo, cuando 
surjan reparos por razón de supuestas irregularidades (Art. 276, C.P.).  
 
En Panamá también existe mediante ley la Defensoría del Pueblo, que esta 
llamada a tutelar el pleno ejercicio de los derechos humanos por parte de los 
particulares. Si bien, la Defensoría del Pueblo carece de carácter coercitivo, la 
autoridad moral que pueda tener sobre el resto de las autoridades del país y la 
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efectividad de dicha autoridad moral, dependerá del ejercicio efectivo de su 
independencia política y de su independencia funcional.   

 
 
 
 
 
 
II.  CONTENIDO DEL CUESTIONARIO.  
 
CAPÍTULO PRIMERO.  
 
MEDIDAS Y MECANISMOS EN MATERIA DE  NORMAS DE CONDUCTA PARA EL 
CORRECTO, HONORABLE Y ADECUADO CUMPLIMIENTO DE LAS FUNCIÓNES 
PÚBLICAS (ARTÍCULO III, NUMERALES 1 Y 2, DE LA CONVENCIÓN)  
 
1.       Normas de conducta y mecanismos en general.  
 
A. ¿Existen en su país normas de conducta para el correcto, honorable y 

adecuado cumplimiento de las funciones públicas? En caso afirmativo, 
descríbalas brevemente y relacione y adjunte copia de las disposiciones y 
documentos en las que estén previstas.  
 

Como ya hemos mencionado, el 22 de enero del 2002, la República de Panamá 
adoptó la Ley de Transparencia, y también, como ya lo hemos indicado, una de 
las partes en la que se divide dicha ley, específicamente el Capítulo IX, establece 
la obligación de que toda agencia o dependencia del Estado, incluyendo las 
pertenecientes a los Órganos Ejecutivos, Legislativos, y Judicial, las entidades 
descentralizadas, autónomas y semi-autónomas, los municipios, los gobiernos 
locales y las juntas comunales, de no tenerlos, contarán y ordenarán la 
publicación en la Gaceta Oficial de su respectivos códigos de ética, para el 
correcto ejercicio de la función pública, los cuales deberán incluir entre otros, los 
siguientes aspectos: 
 
1. Declaración de valores. 
2. Conflictos de intereses. 
3. Uso adecuado de los recursos asignados para el desempeño de la función 

pública. 
4. Obligación de informar al superior sobre actos de corrupción. 
5. Mecanismos para hacer efectivo el cumplimiento de las normas de conducta 
 
A pesar de que la Ley de Transparencia constituye Ley de la República, y por lo 
tanto, de obligado cumplimiento por parte de las entidades a las cuales se aplica, 
sólo un mínimo de instituciones gubernamentales ha cumplido a la fecha con la 
obligación de adoptar sus respectivos códigos de ética, y en la mayoría de los 
casos se trata de instituciones que mantienen cierto grado de independencia 
respecto del Órgano Ejecutivo. Entre de ellas podemos mencionar, a la 
Autoridad de la Región Interoceánica, a la Comisión de Libre Competencia y 
Asuntos del Consumidor, a la Comisión Nacional de Valores, al Ente Regulador 
de los Servicios Públicos, al Tribunal Electoral, a la Defensoría del Pueblo, a la 
Procuraduría de la Administración, al Municipio de Panamá, y al Cuerpo de 
Bomberos de Panamá, Zona 1. Como se podrá observar, existe una mora 
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inadmisible de parte de la mayoría de las instituciones que integran el Órgano 
Ejecutivo así como de parte del Órgano Legislativo de cumplir con su obligación 
legal de adoptar sus respectivos códigos de ética. 
 
La Constitución Política de la República de Panamá se ocupa en el Título XI de los 
Servidores Públicos, disponiendo en el artículo 295 que los mismos se regirán por un 
sistema de méritos y de estabilidad en sus cargos, condicionada solo a su 
competencia, lealtad y moralidad en el servicio. En este sentido, mediante Decreto 
Ejecutivo N° 13 de 24 de enero de 1991, se adoptan los principios éticos de los 
servidores públicos. Entre estos principios se destacan la lealtad, vocación de servicio, 
probidad, honradez, responsabilidad, competencia, efectividad y eficiencia, valor civil 
y transparencia.  
 
El Código Administrativo, en su Libro II (“Régimen Político y Municipal”), Título VI 
(“Administración Pública”), y en particular los Capítulos I y VIII, enuncia las 
disposiciones generales que regulan la conducta de los servidores públicos, a fin de 
garantizar el correcto, honorable y adecuado cumplimiento de las funciones públicas. 
 
Asimismo, mediante Ley 9 de 20 de junio de 1994, la cual establece y regula la 
Carrera Administrativa y que está reglamentada por el Decreto Ejecutivo 222 de 12 de 
septiembre de 1997, se desarrolla la citada norma constitucional y consagra, entre 
otras materias, los principios que fundamentan dicha carrera y en especial la 
competencia, la lealtad, la honestidad y la moralidad del servidor público, al igual que 
el incremento de la eficiencia de los servidores públicos.  
 
En desarrollo de los postulados Ley 9 de 1994, la Junta Técnica de Carrera 
Administrativa, mediante Resolución No. 3 de 16 de abril de 1999, adoptó el Código 
de Ética del Servidor Público. 
 
Asimismo, a través de la Resolución No. 2 de 7 de enero de 1999 la Junta Técnica de 
la Carrera Administrativa aprobó el “Modelo de Reglamento Interno de las 
Instituciones del Sector Público”.  El Reglamento Interno es igual para todas las 
instituciones del Gobierno Central y para las entidades autónomas y semi-autónomas 
sujetas a la Carrera Administrativa.  Tanto el Código de Ética como el Modelo de 
Reglamento se encuentran vigentes desde el 11 de diciembre de 2000.  
 
A pesar de lo descrito por las normas Constitucionales y legales que rigen el 
sistema de méritos y estabilidad en los cargos de los funcionarios públicos, desde 
que se adoptó la carrera administrativa, la misma, no se ha hecho efectiva por 
ninguno de los Gobiernos que ha tenido la República de Panamá desde que en la 
década de los 90 reinstituyó su sistema democrático. Eso significa, que los 
nombramientos y estabilidad de los funcionarios públicos han estado a merced 
de las consideraciones políticas de los gobiernos de turno.   
 
Asimismo, si bien pareciera desprenderse de lo apuntado con anterioridad, que 
la administración pública si cuenta con Códigos de Ética, lo cierto es que los 
mismos son anteriores a la vigencia de la Ley de Transparencia y el contenido de 
ellos no se ajusta a los requisitos que establece la Ley de Transparencia.  Por lo 
tanto, para propósitos del ordenamiento jurídico de la República de Panamá, la 
propia Procuradora de la Administración ha reconocido que en tanto no adopte 
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la administración pública sus respectivos códigos de ética de acuerdo con la Ley 
de Transparencia, se entenderá que las entidades que conforman el Órgano 
Ejecutivo no han cumplido con esta obligación legal.  
 
En lo que concierne a la administración de justicia, el Artículo 447 del Código 
Judicial establece las normas éticas de obligatorio cumplimiento que deben acatar los 
funcionarios del Órgano Judicial y el Ministerio Público.  Los abogados, por 
disposición de la Ley (Art. 619 del Código Judicial) son colaboradores de la Justicia y 
como tal, están sujetos al Código de Ética de la profesión.  
 
Si bien, originalmente el Órgano Ejecutivo planteó la posibilidad de llevar 
adelante un “Plan Nacional de Integridad” con la participación de todos los 
sectores políticos y de la sociedad civil, la iniciativa del mismo sólo ha sido 
posible gracias a los ingentes esfuerzos de la sociedad civil dentro del marco que 
ofrece la Visión Nacional 2020, que es una iniciativa que agrupa tanto a los 
sectores políticos como a aquellos que representan a la sociedad civil y con el 
apoyo del Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD), entorno 
a la visión de país que queremos tener todos los panameños en el año 2020. 
 
B.  ¿Existen en su país mecanismos para hacer efectivo el cumplimiento de 
dichas normas de conducta? En caso afirmativo, descríbalos brevemente y 
relacione y adjunte copia de las disposiciones y documentos en las que estén 
previstos.  
 
La República de Panamá cuenta con un número plural de medios para el efectivo 
cumplimiento de estas normas de conducta.  Las disposiciones legales que desarrollan 
las carreras en la función pública que consagra el Art. 300 de la Constitución Política 
establecen mecanismos de seguimiento, a fin de garantizar el apego de los servidores 
públicos a los principios éticos que deben regir su conducta.  Para tal fin los 
Reglamentos Internos de cada institución disponen los procedimientos a seguir en 
caso de infracción o falta a los deberes de los servidores públicos adscritos a la carrera 
respectiva.  
 
En la eventualidad de que alguna institución no haya adoptado esos medios, la Ley 38 
de 31 de julio de 1998 (Arts. 80 al 88), que es de aplicación genérica y supletoria, 
regula los mecanismos de investigación y exige la aplicación de las medidas 
correctivas necesarias, incluyendo la sanción de las conductas referidas, estableciendo 
los niveles de gravedad y su correlativa sanción administrativa, cuando corresponda, o 
su remisión al Ministerio Público en caso de infracciones de la norma penal.  En todo 
caso la investigación administrativa debe agotarse en un término no mayor de dos (2) 
meses. Las normas no sólo se ocupan de actos de corrupción propiamente, sino que 
incluyen conductas que riñen con el correcto desempeño de sus funciones y que 
puedan afectar el servicio público.  
 
Paralelo a estas normas, el Decreto Ejecutivo 99 de 13 de septiembre de 1999 crea 
una de las oficinas gubernamentales con mayor responsabilidad y competencia en 
materia de corrupción, la denominada Dirección Nacional Contra la Corrupción.  
 
Esta Dirección funciona dentro del Ministerio de Economía y Finanzas desde el 16 de 
septiembre de 1999, y fue instituida en desarrollo de la Convención Interamericana 
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contra la Corrupción con la función, entre otras, de establecer mecanismos modernos 
para prevenir, detectar, sancionar y erradicar prácticas corruptas dentro la 
administración pública de la República de Panamá. 
  
La Dirección Nacional contra la Corrupción del Ministerio de Economía y 
Finanzas tuvo un Director Nacional que ocupo el cargo aproximadamente por un 
año (1999-2000) desde su renuncia hasta le fecha se ha mantenido de forma 
interina a varios directores. Entendemos que si bien es cierto se creo la 
Dirección, sus funciones no habían sido reglamentadas hasta el 12 de noviembre 
de 2002 cuando el Decreto Ejecutivo No. 108 emitido por el Ministerio de 
Economía y Finanzas modifico a través del art. 14 el art. 3 del Decreto Ejecutivo 
No. 99 del 13 de septiembre de 1999 que creo la precitada Dirección. La 
modificación limito las responsabilidades de esta oficina al ámbito del Ministerio 
de Economía y Finanzas. 
En un detallado estudio sobre los niveles de impunidad en la República de 
Panamá que ha llevado a cabo el Capítulo Panameño de Transparencia 
Internacional, se ha comprobado que esta oficina desde su creación no ha 
atendido un solo caso significativo de corrupción de la administración pública en 
Panamá. 
 
Por su parte, el Artículo 448 del Código Judicial dispone sobre la competencia, 
procedimiento y sanciones por infracciones a la ética judicial.  
 
En desarrollo de los Artículos 137 y 138 de la Ley 9 de 1994 sobre la Carrera 
Administrativa, el “Modelo de Reglamento Interno para las Instituciones del Sector 
Público” se ocupa, en el Artículo 95, Título VI, de los derechos, deberes y 
prohibiciones de los servidores públicos.  Entre estas últimas se destacan las de 
carácter político y las conductas que riñan con los intereses institucionales.  El Título 
VIII del Modelo se refiere al régimen disciplinario que debe seguir el servidor 
público, por infracciones a la Ley, sus reglamentos y el reglamento interno de su 
institución.  
 
La Ley 32 de 8 de noviembre de 1984, Orgánica de la Contraloría General de la 
República  asigna a esa entidad del Estado la función de fiscalizar, regular y controlar 
todos los actos de manejo de fondos y otros bienes públicos, a fin de que tales actos se 
realicen con corrección y en cumplimiento de las normas jurídicas vigentes (Arts. 11, 
numerales 2 y 4, 29, 35, 36, 45, 48; 55, literales F y G).  En desarrollo de esta Ley se 
han adoptado las Normas de Auditoria Gubernamental para la República de Panamá 
(Decreto N° 247 de 13 de diciembre de 1996) y las Normas de Control Interno 
Gubernamental para la República de Panamá (Decreto N° 214- DGA de 8 de octubre 
de 1999).  
 
Estas últimas son normas de obligatorio cumplimiento en todas las instituciones que 
conforman la administración pública, incluyendo las organizaciones no 
gubernamentales que custodian o manejan fondos públicos. Asimismo, ha dictado el 
Manual de Auditorias Especiales para la Determinación de Responsabilidades, el cual 
fue aprobado en 1996.  
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El Decreto de Gabinete 36 de 10 de febrero de 1990, vigente a partir del 20 de febrero 
de ese mismo año, crea dentro de la Contraloría General de la República la Dirección 
de Responsabilidad Patrimonial.  Esta Dirección es la encargada de decidir mediante 
resoluciones la responsabilidad patrimonial que frente al Estado le pueda 
corresponder a los agentes y empleados de manejos de bienes y fondos públicos por 
razón de su gestión.  
 
El Gobierno de la República de Panamá ha determinado que la lucha contra la 
corrupción debe contar con mecanismos de prevención, como el examen de los 
procedimientos y el desempeño y capacitación del personal.  Por tal motivo, las 
normas que desarrollan las carreras en la función pública deben contemplar 
evaluaciones del servicio prestado y exigir el ofrecimiento de oportunidades de 
formación profesional. (Arts. 112 a 123, Ley 9). No obstante, como ya lo hemos 
indicado, las normas sobre eficiencia y estabilidad de los funcionarios públicos o al 
servicio del Estado no han sido implementadas desde el mismo momento en que las 
mismas nacieron a la vida jurídica del país. 
 
La Ley 7 de 5 de febrero de 1997, por la cual se crea la Defensoría del Pueblo, en su 
Artículo 4, numerales 2 y 4, establece entre las atribuciones de esta entidad del Estado 
el inquirir sobre actos, hechos u omisiones de la administración pública que pudiesen 
haber sido realizados irregularmente y sobre los actos de las empresas que brindan 
servicios públicos.  
 
C.  Mencione brevemente los resultados objetivos que se han obtenido con la 
aplicación de las anteriores normas y mecanismos consignando los datos 
estadísticos pertinentes de los que disponga su país.  
 
A pesar de la profusa normativa jurídica que tiene la República de Panamá para 
tratar de garantizar niveles de conductas éticas por parte de los funcionarios al 
servicio del Estado, -salvo honrosas excepciones que tienen que ver con la 
aplicación de los Códigos de Ética que sí han adoptado algunas instituciones de 
acuerdo con la Ley de Transparencia-, el hecho de que los nombramientos y 
estabilidad en los cargos públicos dependa de decisiones políticas de los 
gobiernos de turno, impide la correcta aplicación tanto de las leyes como de los 
reglamentos que han sido diseñados para garantizar una administración pública 
eficiente y alejada de conductas que riñan contra los valores éticos de la 
administración pública.   
 
2.  Conflictos de intereses.  
 
A.  ¿Existen en su país normas de conducta orientadas a prevenir conflictos de 
intereses en el desempeño de funciones públicas?. En caso afirmativo, 
descríbalas brevemente, indicando aspectos tales cómo a quiénes están 
destinadas y en que concepto se inspiran, y relacione y adjunte copia de las 
disposiciones  y documentos en las que estén previstas.  
 
El ordenamiento jurídico de la República de Panamá contempla disposiciones de 
rango constitucional, legales y reglamentarias, que se refieren a los conflictos de 
intereses que puedan surgir en la función pública, las cuales incluso existían antes de 
la aprobación de la Convención Interamericana Contra la Corrupción.  Entre estos 
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conflictos se mencionan los regímenes de incompatibilidades, impedimentos por 
parentesco, inhabilidades, prohibiciones a los servidores públicos que les impiden, los 
inhabilitan, o hacen incompatible el ejercicio de la función pública o el conocimiento 
de alguna materia en particular o la participación en alguna actividad.  
 
En primer lugar se mencionan ciertos casos de funcionarios de alto nivel dentro de los 
tres órganos del Estado:  
 
 1.       Órgano Judicial y Ministerio Público:  
 
a.      La prohibición a los Magistrados y Jueces Principales de desempeñar otro cargo 
público, excepto el de profesor para la enseñanza del Derecho en establecimientos de 
educación universitaria (Art. 205, CHA.).  
 
b.    La incompatibilidad de los cargos del Órgano Judicial con toda participación en 
la política, salvo la emisión del voto en las elecciones; con el ejercicio de la abogacía 
o del comercio y con cualquier otro cargo retribuido, excepto el de profesor 
universitario antes señalado (Art. 209, C.P.); dicha prohibición es desarrollada 
mediante el Artículo 46 del Código Judicial, al incluir al Ministerio Público y ampliar 
la incompatibilidad en el ejercicio de cualquier otro cargo o actividad que no sea 
retribuido, o que interfiera o sea contrario a los intereses públicos confiados al cargo.  
 
c.    La prohibición a los funcionarios o empleados del Órgano Judicial de desempeñar 
los cargos de partidores, depositarios de bienes que sean materia de procedimiento 
judicial o administrativo, ni ningún otro cargo cuyo nombramiento corresponde hacer 
a los tribunales o a las partes en proceso (Art. 48, CHA.). Entre otras prohibiciones se 
encuentran las de dirigir actividades políticas; dar a las partes felicitaciones por sus 
actos a entidades oficiales o particulares; tomar participación en la o particulares 
opiniones, consejos o indicaciones con relación a asuntos objeto de controversia; 
nombrar o contribuir al nombramiento de parientes para cualquier cargo judicial o de 
auxiliar de la jurisdicción (Art. 49, C.J.).  Además, existe la prohibición de postularse 
o ejercer cargos directivos en el Colegio Nacional de Abogados durante el período 
que ejerce un cargo judicial excepto la emisión del voto y la participación en 
Comisiones de trabajo no incompatibles en el cargo (Art. 12, Acuerdo N° 46 de 27 de 
septiembre de 1991).  
 
d.    El impedimento por parentesco para empleados subalternos del Ministerio 
Público (Art. 345, C. J.).  
 
e.    La prohibición de nombramiento de parientes en Juzgados de Circuito y Juzgados 
Municipales de un mismo Distrito Judicial como titulares de despacho, funcionarios 
subalternos o suplentes, o con parentesco con los Magistrados del Tribunal Superior o 
Fiscales Superiores (Art. 53, C. J.). Igualmente, la prohibición de que puedan ser 
nombrados parientes para cargos de agentes del Ministerio Público, funcionarios 
subalternos o suplentes, en una misma agencia o en otra del respectivo Distrito 
Judicial (Art. 53, párrafo 3, C. J.).  
 
f.  La prohibición de ocupar más de una suplencia en el Órgano Judicial o en el 
Ministerio Público (Art. 54, C. J.).  
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g.  Las causales de impedimentos y recusaciones de los Magistrados o Jueces y 
agentes del Ministerio Público (Arts. 395, 760 a 763, C.J.) y de los Magistrados y 
agentes del Ministerio Público para conocer de demandas de inconstitucionalidad 
(Art. 2571, C.J.).  
 
2.       Órgano Legislativo:  
 
a.                  La prohibición de los Legisladores principales y suplentes, cuando estos 
últimos estén ejerciendo el cargo, de aceptar cualquier empleo público remunerado, 
salvo el de profesor o los cargos establecidos constitucionalmente como excepción 
(Art. 150, C.P.).  
 
b.                  La prohibición de los Legisladores de celebrar contratos con el Estado o 
con instituciones o empresas vinculadas a éste, o de ser apoderados para gestionar 
negocios ante el Estado, salvo las excepciones establecidas (Art. 152, C.P.).  
 
3.       Órgano Ejecutivo:  
 
a.                  La prohibición para ser elegido Presidente de la República, del 
ciudadano que la hubiere ejercido en cualquier tiempo durante los tres años 
inmediatamente anteriores al período para el cual se hace la elección; y para los 
parientes del Presidente de la República que haya ejercido sus funciones en el período 
inmediatamente anterior o del ciudadano señalado como primera prohibición (Art. 
187, CHA.). Similares prohibiciones se establecen para los Vicepresidentes de la 
República (Art. 188, C.P.).  
 
b.                  La prohibición a los parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad 
o segundo de afinidad del Presidente de la República para ser Ministro de Estado o 
formar parte del mismo Consejo de Gabinete (Art. 192, C.P.).  
  
4.       Servidores Públicos en General:  
 
a.                  La prohibición a los servidores públicos de percibir dos o más sueldos 
pagados por el Estado, ni desempeñar puestos con jornadas simultáneas de trabajo 
(Art. 298, C.P.).  
 
b.                  La prohibición a los servidores públicos para celebrar por sí mismos o 
por interpuestas personas contratos lucrativos con las entidades u organismos 
gubernamentales en que trabajen (Art. 304, C.P.).  
 
c.                  El impedimento a los servidores públicos, aún cuando estén en uso de 
licencia o se encuentre por cualquier motivo separado temporalmente del puesto, 
podrá ejercer poderes judiciales, administrativos ni policivos, ni gestionar en asuntos 
de la misma índole, salvo las excepciones del Artículo 621 del Código Judicial.  
 
d.                  La legislación nacional dispone de una serie de limitaciones que impiden 
la designación de servidores públicos con grados de parentesco y les prohíbe el 
ejercicio del comercio y profesiones liberales, en razón de las funciones que 
desarrollan, en ese sentido, entre otras, la Ley 29 de 1 de febrero de 1996, “Por la cual 
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se dictan normas sobre la defensa de la competencia y se adoptan otras medidas” 
(Arts. 108 y 109).  
 
e.                  La prohibición para ocupar puestos públicos de las personas que guardan 
relaciones de parentesco con la autoridad nominadora de la misma institución (Art. 44 
de la Ley 9 de 20 de julio de 1994).  
 
f.                    Las prohibiciones a los servidores públicos en materia de contrataciones 
públicas, de no poder celebrar contratos con las entidades públicas en las que trabajan 
ni participar en actos de selección de contratistas ni de celebrar contratos con el 
Estado cuando intervengan en la preparación, evaluación, adjudicación o celebración 
del acto de celebración de contratista (Art. 12 de la Ley 56 de 27 de diciembre de 
1995, “Por la cual se regula la contratación pública y se dictan otras disposiciones”).  
 
g.                  La prohibición a los servidores públicos de dar trato privilegiado a los 
trámites de personas naturales o jurídicas de parientes suyos, en la celebración de 
contratos con el Estado o en la solicitud o explotación de concesiones administrativas, 
y de ser proveedores o contratistas del Estado (Ley 9 de 20 de julio de 1994).  
 
h.                  La prohibición a los empleados públicos de ejercer poderes, gestionar o 
patrocinar directa e indirectamente reclamaciones que rocen con intereses nacionales 
o seccionales, conforme al Artículo 843 del Código Administrativo.  
 
i.                    Incompatibilidades para ejercer cargos de elección popular de quienes 
hayan sido servidores públicos, dentro de lo establecido en los Arts. 25 y 26, 181, 
186, 187 del Código Electoral y el Artículo 131 de la Constitución Política.  
 
5.   Otras instituciones:  
 
A.                 Contraloría General de la República:  
 
- Incompatibilidades de los miembros de la Contraloría General de la República.  Art. 
79 de la Ley 32 de 8 de noviembre de 1984.  
 
B.            Defensoría del Pueblo:  
 
- Incompatibilidades del Defensor del Pueblo (Art. 13, Ley 17 de 5 de febrero de 
1997).  
 
C.            Tribunal Electoral y Fiscalía Electoral:  
 
- Prohibiciones e incompatibilidades aplicables a los Magistrados y Jueces de la Corte 
Suprema de Justicia, en los Arts. 205 y 209 de la Constitución Política, son aplicables 
a los Magistrados del Tribunal Electoral conforme al Artículo 5 de la Ley 4 de 10 de 
febrero de 1978, Orgánica del Tribunal Electoral y de la Fiscalía Electoral.  
 
- Prohibición de ser funcionarios electorales de las corporaciones electorales, a 
parientes dentro de los grados legales de los candidatos y funcionarios entre sí en la 
circunscripción de que se trate, o los candidatos apuestos de elección popular (Art. 
126, C.E.).  
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D.            Consejo de Seguridad Pública:  
 
- Prohibiciones a los miembros del Consejo de Seguridad Pública y Defensa Nacional 
(Art. 2, Decreto Ejecutivo N° 98 de 29 de mayo de 1991; Art. 16 del Decreto de 
Gabinete No. 38 de 10 de febrero de 1990).  
 
E.                 Autoridad de la Región Interoceánica:  
 
- Incompatibilidades de los miembros de la Junta Directiva, Administrador General y 
demás funcionarios ejecutivos (Art. 10, Ley 5 de 25 de febrero de 1993, “Por la cual 
se crea la ARI y se adoptan medidas sobre los bienes revertidos”).  
 
- Prohibición de nombramiento de parientes del Administrador General y del Sub-
administrador General, y de directores (Art. 16, tercer párrafo, Ley 5, modificado por 
la Ley 7 de 7 de mayo de 1995).  
 
- Prohibición de parentesco entre el Administrador General y el Sub-administrador 
General y el Presidente, Vicepresidentes o Ministros de Estado (Art. 17, Ley 5, 
modificado por la Ley 7).  
 
F.                  Ministerio de Gobierno y Justicia, Policía Nacional y Policía Técnica 
Judicial:  
 
- Incompatibilidades del Director y Subdirector de la Policía Nacional con el 
desempeño de otro cargo público y ejercicios profesionales (Art. 43, Ley 18 de 3 de 
junio de 1997); incompatibilidades para ser nombrado Director de la Policía Nacional 
de los parientes de altos funcionarios del Gobierno, según lo señalado en el Artículo 
44 de la Ley 18 de 1997).  
 
- Prohibiciones a los miembros de la Policía Nacional de percibir más de un sueldo 
pagado por el Estado, salvo excepciones legales para el ejercicio de la docencia, entre 
otras, y de ejercer por sí o por interpuesta persona contratos con el Estado, ni realizar 
actos de comercio relacionados con sus funciones, salvo las excepciones legales (Art. 
71, Ley 18).  
 
- Incompatibilidad de los miembros de la Policía Nacional con la política, ya que 
deberán actuar con absoluta neutralidad (Art. 110, Ley 18; Art. 14 del Decreto 
Ejecutivo N° 204 de 3 de septiembre de 1997; Art. 15 del Decreto de Gabinete N° 38 
de 10 de febrero de 1990, adicionado y reformado por el Decreto de Gabinete N° 42 
de 17 de febrero de 1990; Ley 16 de 9 de julio de 1991, Orgánica de la Policía 
Técnica Judicial).  
 
- Incompatibilidad de los miembros de la Policía Nacional, ni por intermedio de 
interpuestas personas, para ser directores, dignatarios, ni accionistas de las empresas 
dedicadas a la importación, venta de armas, accesorios, municiones y Artículos 
defensivos no letales, ni ejercer la representación legal (Art. 4 del Decreto N° 2 de 
enero de 1991).  
 
G.                 Caja de Seguro Social:  
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- Prohibición de celebrar contratos con la Institución por parte de los miembros de la 
Junta Directiva de la CSS y de gestionar por cuenta de terceros negocios ante la 
misma; prohibición de los directores y suplentes de gestionar ante la institución el 
empleo de parientes; y de intervenir individualmente en los asuntos propios de la 
CSS; prohibición de nombrar miembros de la Junta Directiva a parientes del Directo 
General, ni los que tengan los grados de parentesco establecidos en la Ley (Arts. 12-A 
, párrafo segundo; 18-A, párrafo 2, y 20-A del Decreto Ley 14 de 27 de agosto de 
1954, Orgánica de la Caja del Seguro Social, modificado y adicionado por la Ley 30 
de 26 de diciembre de 1991).  
 
 
 
H.                 Notarios Públicos:  
 
- Incompatibilidad del cargo con cualquier otro de los ramos administrativos o 
judiciales y con el ejercicio de la abogacía, conforme al Artículo 2121 del Código 
Administrativo).  
 
- Prohibición de que en un circuito haya más Notarios con los parentescos 
establecidos en la Ley (Art. 2127, C.A.).  
 
B. ¿Existen en su país mecanismos para hacer efectivo el cumplimiento de las 
anteriores normas de conducta?  En caso afirmativo, descríbalos brevemente y 
relacione y adjunte copia de las disposiciones y documentos en las que estén 
previstos.  
 
La legislación de la República de Panamá cuenta con mecanismos para hacer efectivo 
el cumplimiento de dichas normas de conducta, entre ellas podemos señalar los 
siguientes:  
 
En lo concerniente a las limitaciones y prohibiciones para acceder cargos de elección 
popular el Artículo 25 del Código Electoral desarrolla el texto Constitucional, 
generándose inhabilidad de cualquier postulación que viole la prohibición señalada 
(Art. 26 del Código Electoral).  
 
El artículo 60 de la Ley 56 de 27 de diciembre de 1995, que regula la Contratación 
Pública, sanciona con nulidad absoluta los actos públicos y contratos suscritos en 
violación a la Constitución Política y la Ley.  
 
El Código Judicial, en el supuesto que un juez o magistrado no se declare impedido, a 
pesar de existir un conflicto de intereses, en los casos bajo su conocimiento, instituye 
el mecanismo de recusación.  Dicha disposición se hace extensiva a los Agentes de 
Instrucción.(Arts. 760 a 763 y 395 C.J.)  
 
Asimismo, establece en el artículo 448 y siguientes del Código Judicial, el 
procedimiento para la investigación y sanción de violaciones a la Ética Judicial, entre 
las que destacan los numerales 10, 12 y 18 que se ocupan de evitar el nepotismo y 
favoritismo al momento de seleccionar auxiliares de la administración de justicia 
(administradores y curadores), no dejarse influir por exigencias partidistas; y no 
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ocupar ninguna cargo privado que obstaculice o pueda obstaculizar el buen 
desempeño de sus funciones judiciales.   
 
El Capítulo III (Corrupción de Servidores Públicos) del Título X (Delitos Contra la 
Administración Pública) del Código Penal,  sanciona al funcionario que para 
beneficio propio o de un tercero retarde u omita un acto propio de sus funciones ( Art. 
332 del C.P.) así como para el uso indebido de información de carácter reservado 
(Art. 335 del C.P.)  
   
Los Reglamentos Internos de las instituciones del Sector Público y las 
Reglamentaciones de las Leyes Orgánicas de las Instituciones Autónomas establecen 
sanciones administrativas para las conductas que impliquen conflicto de intereses.  
 
Ley 32 de 8 de noviembre de 1984, Orgánica de la Contraloría General de la 
República y vigente desde el 20 de noviembre de 1984, reconoce a esa entidad la 
función de fiscalizar, regular y controlar todos los actos de manejo de fondos y otros 
bienes públicos, a fin de que tales actos se realicen con corrección y en cumplimiento 
de las normas vigentes (Arts. 11, numerales 2 y 4).  
 
C. Mencione brevemente los resultados objetivos que se han obtenido con la 
aplicación de las anteriores normas y mecanismos consignando los datos 
estadísticos pertinentes de los que disponga su país.  
 
A pesar de no contar con cifras estadísticas que describan el fenómeno, todavía 
existe un alto grado de nepotismo dentro del ejercicio de la administración 
pública en la República de Panamá.  Tanto es así el fenómeno de nepotismo, que 
se puede identificar con facilidad a uno o varios clanes o grupos familiares que, a 
través de la repartición de los cargos públicos de alta jerarquía entre ellos, 
manejan determinadas áreas de la administración del Estado. (El 22 de enero de 
2002 la Sra. Presidenta creo la Comisión Presidencial contra la Corrupción y el 
primer informe que emitió dicha Comisión recomendó al ejecutivo “evitar el 
nepotismo”. En respuesta a ello la Sra. Presidenta manifestó “el nepotismo no es 
pecado”, frase que ocupo las primera de los diarios de circulación nacional) 
 
Si bien no nos atreveríamos a afirmar que la solución a este problema es el 
establecimiento de normas de incompatibilidades más severas; sí podemos decir 
que mucho se resolverá este problema de nepotismo, en la medida en que la más 
altas autoridades del país manifiesten su voluntad política de evitar que 
determinados clanes o grupos familiares controlen el ejercicio de determinadas 
áreas en la administración del Estado. 
 
3.     Preservación y uso adecuado de los recursos asignados a los funcionarios 
públicos en el desempeño de sus funciones  
 
A.  ¿Existen en su país normas de conducta orientadas a asegurar la 
preservación y el uso adecuado de los recursos asignados a los funcionarios 
públicos  en el desempeño de sus funciones?  En caso afirmativo, descríbalas 
brevemente, indicando aspectos tales cómo a quiénes están destinadas y a qué 
recursos se refieren, y relacione y adjunte copia de las disposiciones  y 
documentos en las que estén previstas.  
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La normativa panameña asigna a todo servidor público, y en general a las personas 
que de una u otra forma ejerzan algún grado de control, custodia o administración de 
bienes públicos, la responsabilidad por su integridad.  
 
Así las cosas, el Código Fiscal enuncia en el Artículo 10 que “Las personas que 
tengan a su cargo la administración de bienes nacionales serán responsables por su 
valor monetario en casos de pérdida o de daños causados por negligencia o uso 
indebido de tales bienes, aún cuando éstos  no hayan estado bajo el cuidado inmediato 
de la persona responsable al producirse la pérdida o daño.”  De dicha responsabilidad 
no se exime ninguna persona aunque alegue haber actuado acatando una orden 
superior; sin embargo, en este caso el superior será solidariamente responsable.  
 
Por su parte, las Normas de Control Interno Gubernamental (Decreto 214-DGA de 14 
de octubre de 1999 de la Contraloría General de la República) se ocupan de 
desarrollar los parámetros de evaluación de riesgos, actividades de control y 
monitoreo, y en especial de los aspectos de administración financiera, materiales y 
suministros, respecto al sistema informático, obras públicas y la administración del 
recurso humano. Dicha normas son de obligatorio cumplimiento para todas las 
instituciones que conforman la administración pública, al igual que las 
Organizaciones No Gubernamentales (ONGs) que custodien fondos públicos.  
 
A ese respecto, la Ley 32 de 1984 faculta a la Contraloría General de la República 
para auditar el uso de fondos públicos que hayan sido entregados en subsidio a 
asociaciones o entidades no gubernamentales.  En ese sentido también se cuentan con 
las Normas de Auditoria Gubernamental para la República de Panamá (Decreto N° 
247 de 13 de diciembre de 1996) y el Manual de Auditorias Especiales para la 
Determinación de Responsabilidades, aprobado en 1996.  
 
Las leyes de carrera en la función pública enuncian, entre las obligaciones de todos 
los servidores públicos, el cuidar con la diligencia de un buen padre de familia los 
bienes y valores públicos asignados a ellos o cuya custodia o administración le ha sido 
asignada (Artículo 137, numeral 12, Ley 9 de 1994).  
 
Esta exigencia se encuentra contenida en el Código de Ética del Servidor Público 
(Resolución No. 3 de la Junta Técnica de la Carrera Administrativa de 16 de abril de 
1999).  Los Reglamentos Internos de las instituciones del sector público establecen 
normas respecto al uso adecuado de los recursos asignados (Capítulo I y II del Título 
VIII, de la Resolución N°2 de la Junta Técnica de la Carrera Administrativa de 7 de 
enero de 1999).  
 
B. ¿Existen en su país mecanismos para hacer efectivo el cumplimiento de las 
anteriores normas de conducta?  En caso afirmativo, descríbalos brevemente y 
relacione y adjunte copia de las disposiciones y documentos en las que estén 
previstos.  
 
Las normas penales descritas disponen sanciones que implican no sólo penas 
privativas de la libertad, sino también penas de orden pecuniario, incluyendo días 
multas y comiso, así como inhabilitaciones para el ejercicio de funciones públicas.  
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Asimismo, las normas contenidas en el Título X del Código Penal, el cual ha sido 
adicionado, complementado, actualizado y reformado por la Ley 39 de 19 de junio de 
2001, "Que modifica y adiciona disposiciones al Código Penal y al Código Judicial, y 
dicta normas para la prevención de la corrupción", hacen expresa referencia a los 
delitos contra la Administración Pública y contra los bienes, el patrimonio estatal y a 
los actos de corrupción que realicen los funcionarios públicos en el ejercicio de sus 
funciones, y en especial respecto a las diferentes formas de peculado (Arts. 322, 323, 
324, 325, 327 y 328, C. Penal).  
 
De igual forma el Código Penal se ocupa de los delitos de malversación de bienes 
(Art. 326), concusión (Art. 329), exacción (Art. 330), corrupción de servidores 
públicos (Arts. 331, 332, 333, 334 y 335), enriquecimiento ilícito (Art. 335), tráfico 
de influencias (Art. 335-B) y fraudes en las subastas o licitaciones públicas (Arts. 349 
y 350).  
 
Entre las normas sancionadoras se encuentra la contenida en el Artículo 326, que 
dispone la pena de seis meses a un año de prisión al servidor público que dé una 
función pública distinta a aquélla a la que estuvieran destinados caudales o bienes 
confiados a su administración, agravándose en caso que dicha conducta resulte en 
afectación del servicio público o si busca un beneficio personal.   
  
Por otro lado, los Artículos 352 al 359 del Código Judicial describen las facultades de 
las Fiscalías Superiores Delegadas de la Procuraduría General de la República, 
actualmente denominadas Fiscalías Anticorrupción, a las que corresponde 
privativamente la investigación, a nivel nacional, de los delitos contra la 
Administración Pública.  
 
La Dirección Nacional de Investigaciones Especiales de la Contraloría General de la 
República (Resolución N° 204 de 13 de julio de 1995),  tiene entre sus funciones el 
recibir denuncias sobre supuestas irregularidades sobre el manejo, cuidado, 
administración y uso de fondos y bienes públicos, quien deberá remitir a la Dirección 
de Responsabilidad Patrimonial, los casos cuyo conocimiento corresponda en función 
a lo dispuesto en el Decreto de Gabinete N° 36 de 10 de febrero de 1990.  Cabe 
indicar que entre las funciones de la DRP se encuentran la de determinar sobre la 
responsabilidad patrimonial que frente el Estado le pueda corresponder a los agentes y 
empleados de manejo y fiscalización de bienes y fondos públicos, por razón de su 
gestión o cualquier persona que haya tenido acceso a dichos fondos y se haya 
beneficiado indebidamente.  
 
C.  Mencione brevemente los resultados objetivos que se han obtenido con la 
aplicación de las anteriores normas y mecanismos consignando los datos 
estadísticos pertinentes de los que disponga su país.  
 
Adjuntamos en el Anexo 2 las estadísticas de las Fiscalías Primera y Segunda 
Delegadas de la Procuraduría General de la Nación (hoy Fiscalías Anticorrupción) por 
delitos contra la Administración Pública, entre los cuáles se cuentan los delitos de 
corrupción. 
 
La información correspondiente a la Dirección de Responsabilidad Patrimonial se 
encuentra en proceso de recolección, para su remisión oportuna. 
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4. Medidas y sistemas para exigir a los funcionarios públicos informar a las 
autoridades competentes sobre los actos de corrupción en la función pública de 
los que tengan conocimiento.  
 
A. ¿Existen en su país normas de conducta que establezcan medidas y sistemas 
que exijan a  los funcionarios públicos informar a las autoridades competentes 
sobre los actos de corrupción en la función pública de los que tengan 
conocimiento?  En caso afirmativo, descríbalas brevemente, indicando aspectos 
tales cómo a quiénes están destinadas y si  se prevén excepciones al respecto, y 
relacione y adjunte copia de las disposiciones  y documentos en las que estén 
previstas. 
  
Como ya hemos mencionado, la Ley 6 del 22 de enero del 2002, mejor conocida 
como Ley de Transparencia, establece la obligación de todas las entidades 
públicas de contar con Códigos de Ética.  Pero, a la Ley no le bastó con indicar la 
obligación de contar con dichos códigos, sino que especificó con qué contenido 
mínimo debían contar los mismos.  Así, la Ley de Transparencia establece 
taxativamente como parte de los Códigos de Ética que deben adoptar las 
entidades gubernamentales, la obligación de los servidores públicos de reportar a 
sus superiores jerárquicos la comisión de actos de corrupción.   
 
Como también ya hemos indicado, una de las carencias de la actual 
Administración Pública, sobretodo del Órgano Ejecutivo, ha sido su renuencia o 
a poner al día sus respectivos códigos de ética de acuerdo con el contenido de la 
Ley de Transparencia, o a adoptar nuevos códigos de ética de acuerdo con dicha 
Ley.  Así, existe un vacío en la normativa ética de la Administración Pública, que 
en materia administrativa no prevé la obligación del funcionario público de 
informar a su superior de la comisión de actos de corrupción.   
 
En materia penal sí existen normas de conducta que exigen a los servidores públicos 
informar a las autoridades competentes sobre los actos de corrupción de que tengan 
conocimiento en la función pública. En ese sentido, el Artículo 342 del Código Penal 
y el Artículo 2026 del Código Judicial obligan a los funcionarios públicos a informar 
a las autoridades competentes de los hechos punibles o perseguibles de oficio que 
sean de su conocimiento por razón del ejercicio de sus funciones.  
 
También, los delitos aduaneros, son susceptibles de acción pública y cualquier 
persona podrá denunciarlos. Los funcionarios públicos que en el ejercicio de sus 
funciones tengan conocimiento de estos delitos tienen la obligación de denunciarlos, 
de lo contrario serán considerados como cómplices y se les aplicarán las penas 
principales y accesorias que correspondan; con su denuncia recibirán el galardón o 
premio por parte de la Dirección General de Aduanas del Ministerio de Economía y 
Finanzas (Arts. 33 y 34 Ley 30 de 8 de noviembre de 1984).  
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B. ¿Existen en su país mecanismos para hacer efectivo el cumplimiento de las 
anteriores normas de conducta?  En caso afirmativo, descríbalos brevemente y 
relacione y adjunte copia de las disposiciones y documentos en las que estén 
previstos.  
 
Como ya indicamos, existe un vacío legal administrativo, en cuanto a la carencia 
de códigos de ética actualizados por parte de las entidades del Órgano Ejecutivo 
que establezcan la obligación del funcionario público de reportar actos de 
corrupción a su superior jerárquico. No obstante, en materia penal, el artículo 342 
del Código Penal, establece una sanción de 25 a 100 días multa para quienes 
incumplan con esta obligación.  
 
C. Mencione brevemente los resultados objetivos que se han obtenido con la 
aplicación de las anteriores normas y mecanismos consignando los datos 
estadísticos pertinentes de los que disponga su país.  
 
A falta de una regulación administrativa adecuada, el funcionario público no se 
siente efectivamente obligado a reportar actos de corrupción.  Ello y la falta de 
aplicación de la norma penal que prevé esta obligación como un tipo penal, 
hacen que sea más bien la excepción que la regla, los casos de servidores públicos 
que se acercan a sus superiores jerárquicos para informarles de la comisión de 
actos de corrupción. 
 
CAPÍTULO SEGUNDO  
 
SISTEMAS DE DECLARACIÓN DE INGRESOS, ACTIVOS Y PASIVOS 
(ARTICULO III, NUMERAL 4)  
 
A. ¿Existen en su país normas que establezcan sistemas para la declaración de 
los ingresos, activos y pasivos por parte de las personas que desempeñan 
funciones públicas en los cargos que establezca la ley y para la publicación de 
tales declaraciones cuando corresponda? En caso afirmativo, descríbalas 
brevemente, indicando aspectos tales como a quiénes están destinadas, ante 
quién y en qué momentos debe presentarse la declaración, cuál es su contenido, 
los criterios de valoración y cómo se verifica y se accede a la información en el 
suministrada y qué utilización se le da, y relacione y adjunte copia de las 
disposiciones y documentos  en las que están previstas.  
 
Respecto al sistema de declaración de ingresos, activos y pasivos de personas que 
desempeñan funciones públicas, el Artículo 299 de la Constitución Política de la 
República de Panamá, que integra  los Principios Básicos de la Administración de 
Personal (Título XI, “Los Servidores Públicos”, Capítulo 2), establece la obligación 
de determinados servidores públicos de “presentar al inicio y término de sus 
funciones, una declaración jurada de su estado patrimonial”.  Esta disposición, 
efectiva inmediatamente desde su introducción en la Constitución Política a través del 
Acto Constitucional de 1983, ha sido reglamentada mediante la Ley 59 de 29 de 
diciembre de 1999.  
 
Los servidores públicos que tienen el deber expreso de presentar declaración jurada 
conforme a la citada norma constitucional y a la Ley 59 son el Presidente y 
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Vicepresidentes de la República, los Magistrados de la Corte Suprema de Justicia y de 
los tribunales ordinarios y especiales, el Procurador General de la Nación y el 
Procurador de la Administración, los Jueces, los Ministros y Viceministros de Estado, 
el Contralor General y el Subcontralor General de la República, el Presidente de la 
Asamblea Legislativa, los Rectores y Vicerrectores de las universidades oficiales, los 
Directores Generales, los Gerentes o Jefes de entidades autónomas, los Directores 
Nacionales y Provinciales de los servicios de policía, el Defensor del Pueblo y en 
general todos los empleados y agentes de manejo conforme al Código Fiscal.  
 
La presentación de la declaración jurada patrimonial debe hacerse ante Notario 
Público, lo que no tendrá costo alguno, y deberá ser protocolizada en Escritura 
Pública. El término para dicha presentación es de diez días hábiles, contados a partir 
de la toma de posesión del cargo o a partir de la separación, según el caso (Art. 1, Ley 
59).  
 
La declaración jurada patrimonial incorpora el nombre completo del declarante, su 
número de cédula de identidad personal, su dirección domiciliaria, las fuentes de 
ingresos de los dos últimos años fiscales, tanto locales como internacionales; el 
nombre de los bancos u otras entidades financieras en que tenga depósitos de cuenta 
corriente, de ahorro y a plazo; el nombre de las fundaciones, asociaciones u 
organizaciones sin fines de lucro de las que sea miembro, directivo o asociado; la 
cantidad, clase y valor de acciones o de cuotas de participación en sociedades 
anónimas en comandita simple o por acciones, de responsabilidad limitada, 
cooperativas y en cuentas en participación; los bienes muebles e inmuebles, títulos 
valores, instrumentos comerciales, a la orden, nominativos o al portador, que sean de 
propiedad total o parcial del declarante y las cuentas por pagar a entidades bancarias o 
financieras y a personas naturales o jurídicas de cualquier tipo (Art. 2, Ley 59).  
 
El servidor público declarante debe enviar copia auténtica de su declaración a la 
Contraloría General de la República.  El Ministro de Economía y Finanzas y las 
autoridades jurisdiccionales podrán solicitar al respectivo Notario copia auténtica de 
la declaración del servidor público de que se trate, para los efectos legales pertinentes 
(Art. 3, Ley 59).  
 
El Código Civil establece taxativamente que los documentos que repose en los 
protocolos de las Notarias del país, son de acceso público a todas las personas 
que así lo soliciten. No obstante, un reciente fallo de la Corte Suprema de 
Justicia que resolvía un recurso de habeas data incoado para conocer la 
declaración de bienes del entonces Presidente de la Asamblea Legislativa de la 
República de Panamá, fue rechazado por la Corte Suprema de Justicia, que 
argumentó que si no existía una causa justificada para tener acceso a dicha 
información, la misma no debía ser del conocimiento del público en general. A 
partir de dicho fallo, y a pesar de que la opinión de la Procuradora de la 
Administración es contraria al mismo, en la práctica los ciudadanos panameños 
no tienen acceso a la declaración jurada de los funcionarios públicos que están 
obligados a hacerla de acuerdo con la Ley.  
 
Los criterios de valorización de la declaración jurada incluyen la situación patrimonial 
declarada, la cuantía de los bienes comparativos a sus ingresos y gastos ordinarios, los 
actos que revelen falta de probidad en el ejercicio del cargo y las ventajas económicas 
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derivadas de la celebración de contratos u otros actos de manejo financiero y 
administrativo, todos dentro del marco de las normas de conducta aplicables.  
 
Para la verificación de la información declarada, la Contraloría General investiga de 
oficio o ante denuncia para determinar si hubo enriquecimiento injustificado; de 
sustentarlo, remite la documentación correspondiente a la Procuraduría General de La 
Nación para su investigación penal.  
 
Debemos destacar que la Ley no le permite a la Procuraduría General de La 
Nación investigar casos de enriquecimiento ilícito de oficio sin que la Contraloría 
General de La República inste en este sentido a la Procuraduría.  Así lo ratifica 
también un fallo reciente de la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia.   
 
B. Mencione brevemente los resultados objetivos que se han obtenido con la 
aplicación de las anteriores normas consignando los datos estadísticos 
pertinentes de los que disponga su país.  
 
A partir de la Ley 59 de 29 de diciembre de 1999 son 534 el número de funcionarios 
que han presentando declaración jurada de bienes patrimoniales.  
 
A pesar de que la Ley establece que, al servidor público obligado a presentar 
declaración jurada de su estado patrimonial que incumpla esta obligación se le 
suspenderá el pago de sus emolumentos hasta tanto la presente; esta disposición 
nunca se ha aplicado. 
 
El hecho de que se haya cerrado la vía legal para comprobar si los funcionarios 
públicos que están obligados a ello, cumplen o no con esta disposición; no le 
permite a la sociedad civil tener una estadística clara y definida respecto del 
cumplimiento de esta norma constitucional y legal. 
 
CAPÍTULO TERCERO    
 
ÓRGANOS DE CONTROL SUPERIOR  
 
A.  ¿Existen en su país órganos de control superior que tengan a su cargo el 
ejercicio de funciones atinentes al cumplimiento de las disposiciones previstas en 
los numerales 1, 2, 4 y 11 del artículo III de la Convención?  En caso afirmativo 
relaciónelos, describa  brevemente su naturaleza y características, y adjunte 
copia de las normas y documentos que les sirvan de sustento.  
 
Corresponde a la Contraloría General de la República, de acuerdo a los Artículos 275 
y 276 de la Constitución Política de la República de Panamá, entre otras funciones la 
de fiscalizar, regular y controlar los actos de manejo de fondos y llevar a cabo 
investigaciones e inspecciones para determinar la corrección o incorrección de 
operaciones que afecten los patrimonios públicos.  
 
El Ministerio Público, por mandato del Artículo 217 de la Constitución Política, debe 
vigilar la conducta oficial de los funcionarios públicos y cuidar que todos desempeñen 
cumplidamente sus deberes, dicha facultad se encuentra adscrita a la Procuraduría de 
la Administración, conforme al Artículo 6 de la Ley 38 de 31 de julio de 2000.  
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Asimismo, el Ministerio Público deberá investigar aquellas conductas que puedan 
implicar violación a la Ley Penal, cuya sanción se encuentra adscrita al Órgano 
Judicial.  
  
Mediante Ley 6 de 22 de enero de 2002, la cual dicta las normas para la transparencia 
en la gestión pública, se ordenó la aplicación para todas las agencias o dependencias 
del Estado de los códigos de ética recopilados por la Defensoría del Pueblo.  
  
En el tema de la participación ciudadana, la Ley de Transparencia establece que 
todas las instituciones del Estado, tanto en el ámbito nacional como en el ámbito 
local, tendrán la obligación de permitir dicha participación en todos los actos de 
la administración pública que puedan afectar los intereses y derechos de grupos 
ciudadanos, mediante las modalidades de participación ciudadana que al efecto 
establece la propia Ley. Estos actos, son, entre otros: los relativos a la 
construcción de infraestructuras, las tasas de valorización, zonificación y fijación 
de tarifas y tasas por servicios. (Art. 24). 
 
La propia Ley establece a renglón seguido cuáles son las modalidades de 
participación ciudadana en los actos de la administración pública, a saber: la 
consulta pública, la audiencia pública, los foros o talleres y la participación 
directa en instancias institucionales. 
 
Para prevenir y detectar las prácticas de corrupción se fortaleció la Dirección de 
Fiscalización mediante el mecanismo de control previo y la Dirección General de 
Auditoria de la Contraloría General de la República.   Igualmente se creó la Dirección 
de Investigaciones Especiales para que la ciudadanía tenga fácil acceso a la 
formulación de sus denuncias por irregularidades cometidas con los fondos y bienes 
estatales. Coadyuvando así con la Dirección de Responsabilidad Patrimonial de la 
Contraloría.  
 
La Defensoría del Pueblo (Ley 7 de 5 de febrero de 1997), en su Artículo 4, 
numerales 2 y 4, establece entre las atribuciones de esta entidad del Estado el inquirir 
sobre actos, hechos u omisiones de la administración pública que pudiesen haber sido 
realizados irregularmente y sobre los actos de las empresas que brindan servicios 
públicos.  
 
Otra práctica novedosa es la implementación de un plan piloto para las compras 
gubernamentales por medio de las páginas de las instituciones gubernamentales en 
Internet, para que los oferentes tengan acceso directo  a su participación en las 
compras a nivel local e internacional, en cuyo Proyecto de Ley se está trabajando, a 
fin de modificar la Ley de Contrataciones Públicas.  
  
C. Mencione brevemente los resultados que dichos órganos han obtenido en el 
cumplimiento de las funciones antes aludidas consignando los datos estadísticos 
pertinentes de los que disponga su país. 
 
Dada las amplias atribuciones adscritas a las instituciones que ejercen la función de 
órgano de control, no se cuenta con la información estadística actualizada que abarque 
a todas. 
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En lo que corresponde a la obligación contenida en el numeral 11 del artículo III y 
considerando que la Ley 6 de 2002, entró en vigencia en el mes de enero del año en 
curso, no se cuentan aún con datos estadísticos completos, dicha norma exige la 
presentación de los informes al respecto en la memorias anuales de cada institución, 
por tanto los datos estarán disponible a partir del próximo año. 
Nuestra Fundación invocando la Ley de Transparencia Internacional presento a 
través del Rafael Pérez Jaramillo una solicitud al Sr. Contralor de la República 
con el fin de conocer si todos los funcionarios que por Ley están obligados a 
presentar sus Declaraciones Patrimoniales de Bienes habían cumplido con esta 
obligación, pero la información no se nos fue suministrada en el plazo de 30 días 
que establece la Ley, posteriormente presentamos un Recurso de Habeas Data el 
cual el Magistrado ponente Alberto Cigarruista fallo en contra. Vale la pena 
destacar que de 75 recursos de Habeas Data interpuesto en la Corte Suprema de 
Justicia hasta abril de 2003, solo 10 fueron concedidos.  
 
Por su parte, la Defensoría del Pueblo, que no tiene facultades coercitivas en lo 
absoluto, pública periódicamente, y anualmente, la estadística correspondiente al 
resultado de sus esfuerzos. El Defensor del Pueblo mantiene en la página web de 
su institución su Declaración Patrimonial de Bienes. 
 
En relación con el cumplimiento de la Ley de Transparencia, la misma obliga a 
todas las instituciones públicas a incorporar en las memorias que presentarán 
ante la Asamblea Legislativa, un informe que contendrá lo siguiente: 
 

1. El número de las solicitudes de información presentadas a la institución. 
2. El número de solicitudes resueltas y negadas. 
3. Una lista de todos los actos administrativos sometidos a participación 

ciudadana con un informe de las observaciones y las decisiones finalmente 
adoptadas. 

  
CAPÍTULO CUARTO  
 
PARTICIPACIÓN DE LA SOCIEDAD CIVIL (ARTÍCULO III, NUMERAL 
11)  
 
1. De los mecanismos de participación en general.  
 
A.  ¿Existen en su país un marco jurídico y mecanismos para estimular la 
participación de la sociedad civil y de las organizaciones no gubernamentales  en 
los esfuerzos destinados a prevenir la corrupción?  En caso afirmativo, 
descríbalos brevemente y relacione y adjunte copia de las disposiciones y 
documentos en las que estén previstos.  
 
El Gobierno panameño comprende que el combate a la corrupción debe contar con la 
participación activa de la ciudadanía.  Para tal fin la Constitución Política de la 
República y la legislación nacional han desarrollado los instrumentos jurídicos que 
facilitan el acceso de los diversos componentes de la sociedad civil a la gestión de la 
cosa pública, estimulando su carácter crítico y constituyéndola en partícipe y 
fiscalizadora de las decisiones de los órganos del Estado.  
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Dicha participación adquiere un doble cariz: por un lado se encuentran aquellas 
normas que permiten al ciudadano acceder a información sobre el desempeño de la 
actuación pública, que se constituye en un desarrollo del derecho de petición 
consagrado en el Artículo 41 de la Constitución Política de la República, y por el otro, 
se dispone de una variada legislación que facilita a la sociedad civil su participación 
en las decisiones que le puedan afectar.  
 
Ya explicamos en el desarrollo del capítulo anterior la regulación contenida en la 
Ley 6 del 22 de enero de 2002, mejor conocida como Ley Transparencia, que se 
refiere a las normas sobre la participación ciudadana en las decisiones 
administrativas y sus modalidades.  Por lo tanto, no repetiremos lo dicho en este 
espacio entendiéndolo incorporado a él.   
 
Lo que sí importa destacar es que el Decreto Ejecutivo No. 124 del 21 de mayo 
del 2002, por la cual se reglamenta la Ley 6 del 22 de enero de 2002, se refiere en 
el Artículo 15 al aviso que deberá publicarse antes de la celebración de 
cualesquiera de los actos administrativos sujetos a participación ciudadana.  
 
Los Artículos 18 al 21 de la Ley 41 de 21 de julio de 1998, “General del Ambiente de 
la República de Panamá”, establecen “Comisiones Consultivas” a nivel nacional, 
provincial, comarcal y distrital con la participación de la sociedad civil para la toma 
de decisiones, el análisis de temas, recomendaciones y observaciones respecto a 
decisiones de trascendencia en materia ambiental.  
 
La Ley 26 de 29 de enero de 1996, “Por la cual se crea el Ente Regulador de los 
Servicios Públicos”, en su Artículo 19, numeral 18, dispone como atribuciones del 
Ente organizar audiencias públicas establecidas en cada una de las leyes sectoriales, o 
que el propio Ente considere necesarias para el control y fiscalización de los servicios 
públicos. En ese sentido, mediante Resolución N° JD-3233 de 5 de marzo de 2002, se 
aprobó el procedimiento de audiencia pública para la modificación del régimen 
tarifario del servicio público de transmisión de electricidad.  
 
El Reglamento Interno de la Asamblea Legislativa reconoce la participación 
ciudadana cuando establece que en los debates de la Asamblea se reconoce el derecho 
a voz a “aquellas personas que sean citadas o requeridas y a quienes el pleno le 
concede ese derecho”.  También se establece que los Presidentes de los Concejos 
Provinciales “tendrán derecho a voz cuando se traten de proyectos de leyes 
presentadas por éstos”.  Sin embargo, no existe una norma que permita una 
participación más amplia de la ciudadanía en los debates sobre leyes en general.  
 
La sociedad civil en Panamá está representada en la lucha contra la corrupción a 
través de Organizaciones No Gubernamentales (ONGs), como lo son la Fundación 
para el Desarrollo de la Libertad Ciudadana - Capítulo panameño de Transparencia 
Internacional (TI), entre cuyos principales objetivos están los de propiciar la 
participación de los ciudadanos en la construcción de una sociedad auténticamente 
democrática y libre de corrupción con el objetivo de consolidar el Estado de Derecho 
y la correcta administración pública en Panamá, el Movimiento Ciudadano 
Anticorrupción, la Alianza Ciudadana Pro Justicia, la Comisión de Justicia  y Paz 
de la Iglesia Católica, el Frente Nacional contra la Corrupción y los Periodistas Frente 
a la Corrupción (PFC).  
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Uno de los proyectos realizados por la Fundación para el Desarrollo de la Libertad 
Ciudadana - Capítulo de Panamá y por Transparencia Internacional (TI) fue 
monitorear el proceso de privatización del 49% de las acciones de la compañía estatal 
telefónica, INTEL, S.A., entre septiembre de 1996 y mayo de 1997, con la 
participación de sus miembros en la Junta Directiva del INTEL, S.A. y el acceso a 
toda la información de la licitación pública, publicando reportes semanales en los 
medios de comunicación social sobre el tema, incrementando así la transparencia del 
acto público. Igualmente fue la Fundación para el Desarrollo de la Libertad 
Ciudadana, Capítulo panameño de Transparencia Internacional el organismo 
que presentó el Anteproyecto de Ley de Transparencia en septiembre de 2001 
ante la Asamblea Legislativa, que luego de tres meses de debates se convirtió en 
Ley de la República el 22 de enero de 2002. Este Anteproyecto de Ley había sido 
presentado al Ejecutivo a principios de 2001 y consensuado con ellos, pero el 
Ejecutivo no le dio el trámite de presentarlo ante el Gabinete y posteriormente a 
la Asamblea, por lo que nuestra organización decidió presentarlo ante la 
Asamblea Legislativa directamente.  
 
La prensa, en la República de Panamá, es una muestra palpable del ejercicio del 
derecho constitucional de la Libertad de Expresión (Art. 37, C.P.). En este sentido, la 
Ley 67 de 19 de septiembre de 1978 que reglamenta la profesión de periodista en la 
República de Panamá, consagra en el artículo 22, el derecho de libertad de acceso a la 
información, y la obligación, salvo casos especiales, por parte del Estado, y los 
particulares de proporcionar toda la información disponible; esto sin perjuicio de lo 
establecido en la Ley 6 de 22 de enero de 2002, denominada “Ley de Transparencia”, 
en concordancia con lo establecido en la Ley 39 de 19 de julio de 2002 “Que modifica 
y adiciona disposiciones al Código Penal y al Código Judicial y dicta normas para la 
prevención de la corrupción”, en el Capítulo IV “Normas de Información de la 
Gestión Pública”.  
 
A ese respecto,  cabe señalar que mediante Decreto N° 7 de 22 de enero de 2002, la 
Señora Presidenta de la República designó una Comisión Presidencial Para Combatir 
la Corrupción, integrada por destacados miembros de la sociedad civil, a fin de 
realizar una diagnóstico de las deficiencias jurídicas e institucionales que puedan ser 
medio para el desarrollo de actos de corrupción. Es lamentable que aunque está 
Comisión fue designada por el Ejecutivo, éste no apoyo las recomendaciones que 
la Comisión presentó, por el contrario las critico, como ya mencionamos, la 
Comisión recomendó evitar el nepotismo y la Presidenta señalo que “El 
nepotismo no es pecado” (La Prensa y El Panamá América del 10 de abril de 
2002, Primera Plana). Fueron 50 las recomendaciones que presentó está 
Comisión pero no se conoce que alguna de dichas recomendaciones haya sido 
implementada. En carta fechada el 4 de abril, la Sra. Presidente responde a los 
Comisionados Anticorrupción que “en todos los gobiernos y en todos los países 
existen y existirá en alguna medida la práctica de dar a personas cercanas y 
parientes, cargos y responsabilidades públicas”. Esta afirmación contradice el 
Plan de Gobierno “Nuestro Compromiso para el Cambio” preparado por la 
actual presidenta en el cuál en su página 74 establece que si fuera electa 
presidenta se compromete “a realizar la reglamentación legal necesaria para 
evitar los conflictos de intereses entre los servidores públicos y los asuntos 
asignados a su competencia, y establecerá controles para evitar el nepotismo”. 
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La Dirección de Investigaciones Especiales de la Contraloría General de la República, 
mantiene una línea telefónica de “denuncia ciudadana”, para el caso de supuesta 
irregularidades en el manejo, cuidado, administración y uso de fondos públicos.  La 
Dirección Nacional contra la Corrupción del Ministerio de Economía y Finanzas 
también recibe denuncias por supuestos actos de corrupción. Cabe señalar que la 
Dirección Nacional contra la Corrupción merece que se le cambié el nombre 
porque sus funciones como ya mencionamos están limitadas a recibir denuncias 
de casos de corrupción dentro del Ministerio de Economía y Finanzas solamente. 
Hace poco la Fiscal Primera Anticorrupción manifestó que hasta la fecha no 
había recibido una sola denuncia de la precitada Dirección. 
 
A fin de incorporar a la ciudadanía a los esfuerzos para prevenir la corrupción, se ha 
promovido la incorporación en las páginas web de las diferentes instituciones, de los 
medios para la presentación de denuncias ciudadanas vía correo electrónico.  
 
B. Mencione brevemente los resultados objetivos que se han obtenido con la 
aplicación de los anteriores mecanismos consignando los datos estadísticos 
pertinentes de los que disponga su país.  
 
Importa destacar, a pesar de lo dicho en el aparte anterior, que el ejercicio 
efectivo de acceso a la información de carácter público está sensiblemente 
menoscabado por la aplicación del Decreto Reglamentario No. 124 que 
desarrolló la Ley de Transparencia.  Como quiera que el tema de acceso a la 
información se trata directamente en el punto siguiente, ahí explicaremos como 
el Decreto No. 124 que regula la Ley de Transparencia afectó sensiblemente el 
derecho de libre acceso a la información de carácter público.  
 
Producto del trabajo asignado por el Gobierno Nacional a la Comisión 
Presidencial para Combatir la Corrupción, se emitió un informe final 
conteniendo las recomendaciones de este grupo de representantes de la sociedad 
civil, sugiriendo modificaciones institucionales, constitucionales y legales, a fin de 
erradicar situaciones que puedan generar actos de corrupción.  A la fecha, el 
gobierno no ha manifestado públicamente que haya implementado alguna de las 
50 recomendaciones que emanaron de este documento en materia de corrupción. 
 
2.  De los mecanismos para el acceso a la información.  
 
A.¿Existen en su país mecanismos que regulen y faciliten el acceso de la sociedad 
civil y de las organizaciones no gubernamentales a la información en poder o 
bajo el control de las instituciones públicas? En caso afirmativo, descríbalos 
brevemente, indicando aspectos tales como ante qué entidades pueden ejercitarse 
tales mecanismos y bajo qué criterios se evalúan las peticiones formuladas al 
respecto, y relacione y adjunte copia de las disposiciones y documentos en los que 
están previstos.  
 
La Ley 6 de 22 de enero de 2002 consagra la transparencia en la gestión pública y el 
derecho de toda persona de solicitar, sin necesidad de sustento, información de acceso 
público en poder o en conocimiento de las instituciones públicas, la obligación se 
extiende a aquellas empresas privadas que suministren servicios públicos con carácter 
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de exclusividad, estando obligadas a proporcionarlas a los usuarios del servicio. El 
Decreto Ejecutivo 124 del 21 de mayo del 2002, como ya lo hemos mencionado, 
reglamentó la Ley de Transparencia. Al hacerlo, cercenó sensiblemente los 
principios de acceso público a la información consagrados en dicha Ley, de la 
siguiente manera: 
 

1. Cuando la Ley establecía que toda persona o cualquier particular podía 
tener acceso a información de carácter público, el Reglamento restringió 
dicho acceso sólo a las “personas interesadas” en dicha información. 

 
2. Mientras la Ley establecía claramente que era el peticionario el que 

designaba la persona que dentro de la institución le daría la información 
que solicitaba; el Reglamento establece que las peticiones sólo pueden ser 
dirigidas a los representantes legales de las correspondientes instituciones 
del Estado. 

 
3. Cuando la Ley establecía que sólo con fundamento en ella misma y 

siguiendo un proceso que requería una resolución motivada, se podía 
negar acceso a información, por considerarse de índole o de acceso 
restringido; el Reglamento le da discrecionalidad al funcionario público 
para que sea éste quien decida que información es o no es de acceso 
restringido. 

 
4. Cuando la Ley establece claramente que las planillas y emolumentos de 

los funcionarios públicos constituyen información de carácter público, se 
entiende del Reglamento que dicha información forma parte del 
expediente personal del servidor público por lo que debe considerarse 
como información de carácter confidencial. 

 
De esta manera, como hemos visto, el Reglamento que dice desarrollar la Ley de 
Transparencia limita drásticamente el derecho de los ciudadanos de tener acceso 
a información de carácter público, tal como lo establece la letra y el espíritu de la 
Ley de Transparencia. 
 
Por otro lado, la Ley 38 de 31 de julio de 2000, en los Artículos 74 al 88 establece los 
parámetros para el trámite de consultas, denuncias y quejas administrativas, éstas dos 
sin mayores requerimientos formales y cuya investigación debe ser realizada en el 
término de dos (2) meses, a fin de determinar el mérito de las mismas y disponer la 
sanción que corresponda o su remisión a la instancia judicial del caso. 
  
Mediante Ley 39 de 19 de julio de 2001 se dictan, en el Capítulo IV, Normas de 
Información de la Gestión Pública garantizando el acceso, protección y apoyo de los 
medios de comunicación y  la ciudadanía en general a las actividades que desarrollen 
las entidades públicas y las privadas que cumplan funciones públicas o administren 
recursos del Estado, con la excepción de los casos de reserva que dispone la Ley.   
Señala también como delito de infracción de los deberes de los servidores públicos 
(Art. 338, C. Penal) la obstaculización, retardo o negación sin motivo de los 
documentos cuya presentación haya sido con apego a la Ley.  
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El Capítulo III de la  Ley 56 de 27 de diciembre de 1995, al ocuparse de los Principios 
de la Contratación Pública, garantiza el acceso a todos los proponentes de los 
expedientes, informes y las actuaciones en general referentes al acto público en el cual 
intervienen, así como a centros de estadística y de investigación que incluyen tanto a 
la Contraloría General de la República, los ministerios, instituciones autónomas y 
semiautónomas y las universidades que funcionen en la República.  Dicho Capítulo es 
reglamentado por el Decreto Ejecutivo 19 del 25 de enero de 1996.  
 
 
 
 
 
B.  Mencione brevemente los resultados objetivos que se han obtenido con la 
aplicación de los anteriores mecanismos consignando los datos estadísticos 
pertinentes de los que disponga su país.  
 
A raíz de la reciente aplicación de la Ley 6 de 22 de enero de 2002 se está recopilando 
la documentación relacionada con el número de solicitudes de información, resueltas 
y negadas que se hayan presentado ante los diferentes instituciones públicas, toda vez 
que, de conformidad a lo establecido en la artículo 26 de la citada Ley, la misma será 
incorporada a las memorias anuales que deberán presentarse por todas las 
instituciones al Órgano Legislativo. 
 
Como consecuencia de las discrepancias entre el Reglamento que dice 
desarrollar la Ley de Transparencia, y el propio texto de la Ley, la mayoría de 
los fallos de la Corte Suprema de Justicia que resuelven recursos de habeas data 
en los que se solicita acceso a información de carácter público, han sido resuelto 
negativamente.  Eso significa, que en la mayoría de los casos, la Corte Suprema 
de Justicia ha decidido no conceder el acceso a la información de carácter 
público al ciudadano que luego de agotar la vía administrativa, ha interpuesto el 
debido recurso ante la instancia judicial.  (A la fecha se han presentado 75 
Recursos de Habeas Data ante la Corte Suprema de los cuáles solo 10 han sido 
fallados favorablemente) 
 
3. De los mecanismos de consulta.  
 
A.  ¿Existen en su país mecanismos para que quiénes desempeñan funciones 
públicas efectúen consultas a la sociedad civil y a las organizaciones no 
gubernamentales sobre asuntos relacionados con las actividades de su 
competencia, que puedan ser utilizados para los propósitos de prevenir, detectar, 
sancionar y erradicar los actos de corrupción pública?  En caso afirmativo, 
descríbalas brevemente y relacione y adjunte copia de las disposiciones  y 
documentos en los que estén previstos.  
 
La referida Ley 6 de 22 de enero de 2002, en su Capítulo VII exige a las instituciones 
del Estado, en el ámbito nacional o local, la obligación de permitir la participación de 
los ciudadanos en todos los actos de la administración pública que puedan afectar los 
intereses y derechos de grupos de ciudadanos, enunciando cuatro modalidades de 
participación ciudadana, sin perjuicio a otras existentes en leyes especiales, siendo 
estas la consulta pública, la audiencia pública, foros o talleres y la participación 
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directa en instancias institucionales. Dichos instrumentos facilitan el acceso de la 
ciudadanía a los temas que les afectan y les entrega los instrumentos para fiscalizar la 
labor de la administración.  
 
Legislaciones especiales como la Ley General del Ambiente y la Ley que crea el Ente 
Regulador de los Servicios Públicos, requieren la realización de audiencias públicas 
en los temas de su competencia.  
 
 
 
 
B. Mencione brevemente los resultados objetivos que se han obtenido con la 
aplicación de los anteriores mecanismos consignando los datos estadísticos 
pertinentes de los que disponga su país.  
 
Conforme ha sido expresado en otras líneas, tras la aprobación de la Ley 6 de 22 de 
enero de 2002 se establece la obligación de las instituciones públicas de incorporar a 
las memorias que se presentan al Órgano Legislativo, una lista de los temas sujetos a 
participación ciudadana, con un informe de las observaciones y las decisiones 
finalmente adoptadas.  
 
4.  De los mecanismos para estimular una participación activa en la gestión 
pública.  
 
A. ¿Existen en su país mecanismos para facilitar, promover y obtener una activa 
participación de la sociedad civil y las organizaciones no gubernamentales en el 
proceso de adopción de políticas y decisiones públicas, con el fin de lograr los 
propósitos de prevenir, detectar, sancionar y erradicar los actos de corrupción 
pública?  En caso afirmativo, descríbalos brevemente, y relacione y adjunte 
copia de las disposiciones y documentos en los que estén previstos.  
 
Como se ha dicho, la referida Ley 6 de 22 de enero de 2002 ofrece los medios de 
acceder a la información referente a la administración pública y promueve la 
participación activa de la sociedad civil en la toma de decisiones que les afectan.  
Asimismo se han constituido mesas de diálogo para los temas de la reactivación 
económica y la educación, que han concluido en Leyes de la República.  
 
El Gobierno Nacional ha adoptado como política de Estado el combate a la 
corrupción y en colaboración con la Sociedad Civil se abocó a la determinación de las 
causas que puedan derivar en ese fenómeno (Comisión Presidencial), mientras que 
para la adopción de leyes la Asamblea Legislativa cuenta con mecanismos de 
participación ciudadana. La creación de la Comisión Presidencial se dio justo el 
día en que fue sancionada la Ley de Transparencia, en momentos en el que país 
vivía angustiado por las denuncias hechas por el Legislador Carlos Fú en las que 
públicamente saco de sus bolsillos la suma de US$6,000 dólares que manifestó le 
habían sido entregados por un co-partidario a cambio de su voto a favor para la 
aprobación del CEMIS. Estas declaraciones del legislador Afú se dieron luego 
que la legisladora Balbina Herrera lo acusó de haber recibido un millón de 
dólares para votar a favor del nombramiento de dos magistrados a la Corte 
Suprema de Justicia cercanos al Ejecutivo (un ministro y un legislador del 
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partido oficialista). Luego de estas graves situaciones el Ejecutivo decide 
sancionar la Ley de Transparencia y crear la precitada Comisión.  
 
B. Mencione brevemente los resultados objetivos que se han obtenido con la 
aplicación de los anteriores mecanismos consignando los datos estadísticos 
pertinentes de los que disponga su país.  
 
Producto de la participación de la sociedad civil se han elaborado Leyes tendientes al 
combate de la corrupción, como es el caso de la Ley 39 de 19 de julio de 2001, que 
modifica y adiciona disposiciones al Código Penal y al Código Judicial y dicta 
normas para la prevención de la Corrupción y la propia Ley 6 de 22 de enero de 2002 
(Ley de Transparencia). 
 
El Gobierno Nacional anunció recientemente un Plan Nacional de Integridad, que 
incluirá la participación de los partidos políticos y los actores representativos de la 
sociedad civil. 
 
 
El Ministro de Economía y Finanzas anunció el año pasado dentro del marco de 
la actividad anual de benefactores que realiza la Fundación para el Desarrollo de 
la Libertad Ciudadana la decisión del gobierno de trabajar un Plan Nacional de 
Integridad. Lo cierto es que gracias a la iniciativa de los firmantes de la Visión 
Nacional 2020, y al auspicio del Programa de las Naciones Unidas se ha logrado 
crear una mesa de ética e integridad que casi un año se ha venido reuniendo con 
escasa participación de representantes del gobierno.  
 
 
 
5.  De los mecanismos de participación en el seguimiento de la gestión pública  
 
A. ¿Existen en su país mecanismos que permitan la  participación de la sociedad 
civil y de las organizaciones no gubernamentales en el seguimiento de la gestión 
pública con el fin de lograr los propósitos de prevenir, detectar, sancionar y 
erradicar los actos de corrupción pública?. En caso afirmativo, descríbalos 
brevemente, y relacione y adjunte copia de las disposiciones y documentos en los 
que estén previstos.  
 
Una de las modalidades de participación ciudadana que establece el Art. 25 de la Ley 
6 de 2002 corresponde a la participación directa en instancias institucionales, en ella 
los ciudadanos o los representantes de organizaciones sociales intervienen 
directamente en la toma de decisiones específicas.  
 
Cabe señalar que una gran cantidad de entidades autónomas y semiautónomas 
incluyen como parte de sus Juntas Directivas a representantes de la sociedad civil en 
general o miembros representativos de grupos estrechamente vinculados con las 
actividades propias de cada institución.  En las primeras se cuentan las Juntas 
Directivas de la Autoridad de la Región Interoceánica y de la Autoridad del Canal de 
Panamá.  
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A manera  de ejemplo, entre las entidades autónomas y semiautónomas que 
mantienen una representación en la Junta Directiva, en relación a las actividades que 
desarrollan, se señalan la Caja del Seguro Social que cuenta con representantes de los 
asegurados y los patronos, el Instituto Panameño Autónomo Cooperativo cuenta con 
tres (3) representantes de Federaciones de Cooperativas y la Zona Libre de Colón, que 
tiene en su Junta Directiva representantes de los usuarios de la Zona Libre.  
 
Las Juntas Directivas están en capacidad de recomendar la remoción de los 
Administradores, Gerentes o Directores de las entidades que dirigen, además de 
autorizar las contrataciones, los gastos y el presupuesto de sus respectivas entidades.  
 
Recientemente el Gobierno Nacional, en asocio con grupos representativos de la 
sociedad civil (gremios profesionales, sindicatos y asociaciones empresariales) y los 
partidos políticos, llevó adelante un Diálogo Nacional por la Reactivación Económica.  
Producto de ese Diálogo se aprobó la Ley 20 de 7 de mayo de 2002, en ella se dispone 
sobre la utilización de parte del Fondo Fiduciario para el Desarrollo en obras de 
inversión, autoriza el uso de bienes bajo la Administración de la Región Interoceánica 
y establece topes al endeudamiento, lo que involucró activamente a los actores 
sociales en la planeación y gestación de políticas públicas en materia económica.   En 
desarrollo del espíritu de dicho Diálogo se creó, mediante Decreto Ejecutivo 69 de 19 
de junio de 2002, la Comisión de Seguimiento de los Acuerdos del Diálogo Nacional 
por la Reactivación Económica.  
   
Siguiendo el principio de participación activa de la sociedad civil en la búsqueda de 
soluciones a problemas que afectan el colectivo social se desarrolló un Diálogo 
Nacional por la Educación, cuyos proyectos han sido presentados a consideración de 
la Asamblea Legislativa.  En este diálogo intervinieron padres de familia, estudiantes, 
sindicalistas, campesinos, sindicatos, educadores, el gobierno nacional y los partidos 
políticos. De igual forma, se lleva adelante un Diálogo por la Caja del Seguro Social, 
a fin de buscar las alternativas financieras para el fortalecimiento de la Institución. 
 
B. Mencione brevemente los resultados objetivos que  se han obtenido con la 
aplicación de los anteriores mecanismos consignando los datos estadísticos 
pertinentes de los que disponga su país.  
  
Los mecanismos de participación ciudadana, tanto en el marco de la Ley de 2 de 
enero de 2002, como en las leyes especiales, por la amplitud de los requerimientos de 
la Ley de Transparencia se encuentra en proceso de recolección. Cabe señalar que la 
Ley exige la utilización de los instrumentos de participación ciudadana, a todos los 
niveles de la administración pública, no solo el Gobierno Central, también los 
gobiernos municipales, locales, instituciones autónomas y semiautónomas. 
 
 
CAPÍTULO QUINTO  
  
ASISTENCIA Y COOPERACIÓN (ARTÍCULO XIV)  
 
1. Asistencia Recíproca  
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A. Describa  brevemente el marco jurídico, en caso de que exista, que consagre 
en su país mecanismos de asistencia recíproca para  dar curso a las solicitudes 
emanadas de las autoridades de los otros Estados Partes que, de acuerdo con su 
derecho interno, tengan facultades para la investigación o juzgamiento de actos 
de corrupción pública, a los fines de la obtención de pruebas y la realización de 
otros actos necesarios para facilitar los procesos o actuaciones referentes a la 
investigación o juzgamiento de los actos de corrupción. Relacione y adjunte 
copia de las disposiciones que contienen tales mecanismos.  
 
La Ley 39 de 9 de julio de 2001, establece en su artículo 30 que “para los propósitos 
de la asistencia y cooperación internacional previstas en el marco de la Convención 
Interamericana Contra la Corrupción, se designa como autoridad central a la Sala 
Cuarta de Negocios Generales de la Corte Suprema de Justicia, a la cual le 
corresponderá formular, recibir, tramitar y cursar las solicitudes de asistencia y 
cooperación internacional.  
 
La República de Panamá, en busca de tender lazos de cooperación para la lucha 
contra la criminalidad ha suscrito Tratados de Asistencia Legal Mutua (TALM) con 
varios países así como otros instrumentos jurídicos, a saber: TALM con Estados 
Unidos de América (Ley 20 de 22 de julio de 1991), TALM con Centroamérica 
(multilateral) (“Tratado sobre Asistencia Legal Mutua en Asuntos Penales entre las 
Repúblicas de Costa Rica, El Salvador, Guatemala, Honduras, Nicaragua y Panamá”, 
Ley 39 de 13 de julio de 1995), TALM con Colombia (“Acuerdo sobre Asistencia 
Legal Cooperación Judicial Mutua”, Ley 42 de 14 de julio de 1995); Protocolo 
Complementario al Acuerdo de 1994,  TALM con el Reino Unido de Gran Bretaña e 
Irlanda del Norte (Ley 11 De 7 De Julio De 1994),  TALM con España (Ley 7 de 3 de 
Mayo de 1999),  TALM con México (“Tratado sobre Asistencia Jurídica Mutua en 
Materia Penal”) (Ley 40 de 30 de Junio de 1998) y la  “Convención Interamericana 
sobre Asistencia Mutua en Materia Penal” (Nassau, Bahamas, 23 de Mayo de 1992) 
(Ley 52 De 17 De Octubre De 2001) (Canadá, Estados Unidos, Granada, Perú, 
Panamá, Venezuela).  Sobre ésta última la República de Panamá hizo la siguiente 
Reserva: “En relación con lo dispuesto en el numeral 1 del Artículo 5, la República de 
Panamá declara que no esta obligada a prestar asistencia en el caso de que los hechos 
que la originan no constituyan delitos en la República de Panamá, y la prestación de 
dicha asistencia contravenga disposiciones legales vigentes en la República de 
Panamá”.  
 
En cumplimiento de dichos compromisos se creó, mediante Resuelto No. 1446 de 13 
de septiembre de 1991 la Dirección para la Implementación del Tratado de Asistencia 
Legal Mutua, modificada mediante Resuelto No. 94 de 12 de abril de 1995.  
 
Por otro lado, en cuanto al blanqueo de capitales, se han aprobado las Leyes 41 y 42 
de 2002, en las cuales se tipifica el delito de blanqueo de capitales, incluyendo 
aquellos originados en actos de corrupción, cuyo análisis e investigación corresponde 
a la Unidad de Análisis Financiero, oficina adscrita a la Presidencia de la República,  
la cual remite los casos al Ministerio Público; y es ante ésta última entidad donde los 
países signatarios solicitan la cooperación y la asistencia recíproca.  
 
B.¿Ha formulado o ha recibido su gobierno solicitudes relativas a la asistencia 
recíproca a que se refiere la Convención?. En caso afirmativo, indique el número 
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de solicitudes que ha formulado, señalando cuántas no le han respondido y 
cuántas le han sido negadas y por qué razón; el número de solicitudes que ha 
recibido, señalando cuántas no ha respondido y cuántas  ha negado y por qué 
razón;  mencione  el tiempo que su país se ha tomado para responder a dichas 
solicitudes y el tiempo en que otros países le han respondido, y manifieste si 
considera razonables dichos lapsos.  
  
Algunos Estados Partes han solicitado asistencia judicial internacional a la República 
de Panamá, al amparo de la presente Convención; no obstante, tal asistencia judicial 
internacional solo puede prestarse en los casos en que pueda comprobarse que la 
misma no vulnera el orden público del Estado.  En este sentido, la República de Perú 
ha librado cuatro (4) exhortos de los cuales dos han sido declarados parcialmente 
viables y dos han sido declarados no viables, por la Sala Cuarta de la Corte Suprema 
de Justicia de la República de Panamá; igualmente, Ecuador y Costa Rica han 
presentado dos (2) exhortos que han sido declarados no viable y parcialmente viable, 
respectivamente.  
   
En el marco de la Convención, la Procuraduría General la Nación de la República de 
Panamá ha iniciado el trámite ante un Estado Parte solicitando la extradición de un ex 
funcionario de un Banco oficial, condenado por delitos Contra la Administración 
Pública.  
 
Por otro lado, el Gobierno de la República de Panamá ha tenido intercambios de 
asistencia legal mutua basados en los determinados TALM con cuatro países 
(Colombia, México, Nicaragua y España).  Ha formulado cinco solicitudes de 
asistencia legal mutua en esta materia en los últimos dos años, habiéndose respondido 
una y quedando cuatro pendientes sin que ninguna haya sido negada.   En ese mismo 
período se ha requerido al Gobierno de la República de Panamá en nueve solicitudes 
de asistencia legal mutua, de las cuales siete han sido respondidas mientras que dos 
quedan pendientes.  Ninguna de estas solicitudes ha sido negada.  
 
El tiempo que demoran las solicitudes en ser respondidas usualmente ha dependido de 
la autoridad o entidad encargada de practicar las diligencias requeridas en la solicitud.  
En la República de Panamá las solicitudes son diligenciadas a la autoridad competente 
en un máximo de tres días laborables, aproximadamente el mismo tiempo que se 
necesita para enviarlas de vuelta al país requirente una vez  hayan sido practicadas las 
diligencias.  
  
En cuanto a las solicitudes que requerimos a otros Estados, el tiempo de respuesta va 
a variar dependiendo del sistema de gobierno (unitario o federal), la organización y 
estructura de la autoridad o entidad respectiva y de su procedimiento interno.  No 
obstante, varios tratados prevén que de existir algún término específico para cumplir 
con las diligencias, se especifique el mismo en la solicitud y el Estado requirente hará 
todo lo posible por responder en ese período  
 
Según datos estadísticos suministrados por el Dpto. Asuntos Internacionales del 
Ministerio Público (Licda. Mercedes De León) Panamá durante el año 2003  
recibió once (11) solicitudes de asistencia judiciales por parte de otros Estados. 
Nicaragua hizo tres solicitudes, Ecuador una, México una, Estados Unidos una, 
Perú dos y Guatemala tres, solamente las solicitudes hechas por Guatemala 
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invocaron la Convención, el resto se fundamentaron en tratados de asistencia 
legal mutua. Siete de estas solicitudes ya fueron respondidas y cuatro se 
mantienen en trámite. 
El tiempo promedio que le toma a Panamá el diligenciamiento de estas 
solicitudes es de tres a cuatro meses. 
Panamá ha realizado cuatro (4) solicitudes de asistencia recíproca a otros 
Estados, una a Ecuador, una a Estados Unidos, una a Nicaragua y otra a Países 
Bajos. En algunos casos a raíz de la solicitud de asistencia por parte de Panamá 
(Ministerio Público) el Estado requerido solicita asistencia a Panamá sobre el 
mismo caso. 
Vale la pena señalar que de las cuatro solicitudes hechas por Panamá solamente 
una ya ha sido respondida (la presentada a Ecuador). 
También deseamos añadir que el año pasado en el marco de la Convención, la 
Procuraduría General la Nación de la República de Panamá realizo una solicitud 
de extradición a un Estado parte de la Convención (México) en el caso de un ex 
funcionario de un Banco oficial, condenado por delitos Contra la Administración 
Pública y México solicito que no se invocara la Convención sino se fundamentara 
en el Tratado Bilateral de Extradición de 1931. (Adjunto carta del Sr. 
Procurador de la República de Panamá) 
 
 
 
 
 
 
2.  Cooperación técnica mutua.  
 
A. ¿Existen en su país mecanismos para permitir una amplia cooperación técnica 
mutua con otros Estados Partes sobre las formas y los métodos más efectivos 
para prevenir, detectar, investigar y sancionar los actos de corrupción pública, 
que incluyan el intercambio de experiencias por medio de acuerdos y reuniones 
entre los órganos e instituciones competentes, y el intercambio de conocimientos 
sobre formas y métodos de participación ciudadana en la lucha contra la 
corrupción?. En caso afirmativo, descríbalos brevemente.  
   
Como se ha expuesto en líneas anteriores, la Sala Cuata de Negocios Generales de la 
Corte Suprema de Justicia es el ente encargado de coordinar la cooperación técnica 
internacional en el marco de los temas contenidos en la Convención.   
   
B. ¿Ha formulado su gobierno a otros Estados Partes o ha recibido de otros 
Estados Partes, solicitudes relativas a la cooperación técnica mutua a que se 
refiere la Convención?. En caso afirmativo, mencione brevemente los resultados 
obtenidos al respecto.  
  
No se han recibido ni se han formulado solicitudes en este sentido.  
 
Las dos experiencias que voy a describir no fueron formuladas por el gobierno a 
otro Estado, ni otros Estados invocando la Convención realizaron dichas 
actividades, pero desde el punto de vista de la sociedad civil nos parecieron 
pertinentes mencionarlas. 
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1. Del 27 al 31 de enero de 2003 se celebro en Panamá un Seminario 
Centroamericano sobre el tema “Investigación de Casos de Corrupción Pública” 
como una iniciativa del Departamento de Justicia Federal de los Estados Unidos 
a través de sus representantes en la Embajada Americana en Panamá. 
Hubo representación de Costa Rica, Nicaragua, Guatemala, El Salvador y 
Panamá (De nuestro país asistieron representantes de las Fiscalías 
Anticorrupción, la Policía Técnica Judicial, la Contraloría General de la 
República, la Autoridad del Canal y de Transparencia Internacional) 
El contenido de este seminario fue muy interesante, incluso se presentaba la 
forma como en los Estados Unidos se investiga corrupción, las herramientas con 
ellos cuentan y luego cada país contaba como eran llevados este tipo de procesos. 
Fue muy valiosos conocer como nuestro hermano país Nicaragua realizó la 
investigación en conjunto con los Estados Unidos que llevó a la condena de su 
expresidente Arnoldo Alemán. 
2. De manera informal la Fiscalía Primera Anticorrupción y el Departamento de 
Home Land Security del Customs Border Protection dentro de la Embajada 
Americana con sede en Panamá ha mantenido conversaciones para gestionar 
apoyo técnico, aunque tampoco se ha invocado la Convención en este caso. 
 
D. ¿Se han desarrollado en su país programas o proyectos de cooperación técnica 
sobre los aspectos a los que se refiere la Convención, con el apoyo de agencias de 
cooperación u organismos internacionales?. En caso afirmativo, menciónelos y 
refiérase brevemente a aspectos tales cómo las materias sobre las que versan y 
los resultados obtenidos.  
 
No se han realizado proyectos ni programas de cooperación técnica sobre los aspectos 
a los que se refiere la Convención.  
 
CAPÍTULO SEXTO  
 
AUTORIDADES CENTRALES (ARTICULO XVIII)  
  
1. Designación de autoridades centrales.  
 
A. ¿Ha designado su país la autoridad central para los propósitos de canalizar la 
asistencia mutua prevista en el marco de la Convención?  
 
Mediante artículo 30 de la Ley 39 de 19 de julio de 2001, se designó a la Sala Cuarta 
de Negocios Generales de la Corte Suprema de Justicia.  
 
B. ¿Ha designado su país la autoridad central para los propósitos de canalizar la  
cooperación técnica mutua prevista en el marco de la Convención?  
 
Según lo establecido en el artículo 30 de la Ley 39 de 19 de julio de 2001, se designó 
a la Sala Cuarta de Negocios Generales de la Corte Suprema de Justicia.  
 
C. En caso de que su país haya designado la autoridad o autoridades centrales 
aludidas, sírvase consignar  los datos necesarios para su identificación, tales 
cómo el nombre de la entidad  o entidades y del funcionario o funcionarios 
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responsables, el cargo que éste o éstos ocupan, números de teléfono y fax, y 
correo electrónico.  
  
Corte Suprema de Justicia  
 
Magistrado Presidente de la Corte Suprema de Justicia  
 
Adán Arnulfo Arjona  
 
Tel:  212-0587, 262-1469 (ext. 298)  
 
2. Operatividad de las autoridades centrales.  
 
A.¿Cuenta la autoridad o autoridades centrales aludidas con recursos que le 
permitan formular y recibir  las solicitudes de asistencia y cooperación a que se 
refiere la Convención?. En caso afirmativo, descríbalos brevemente.  
 
El Órgano Judicial cuenta con los recursos necesarios para prestar la asistencia mutua 
internacional requerida en la Convención.  
 
B. ¿Ha formulado o ha recibido la autoridad o autoridades  centrales aludidas, 
desde el momento de su designación, solicitudes relativas a la asistencia y 
cooperación a que se refiere la Convención?  En caso afirmativo, mencione los 
resultados obtenidos al respecto, señalando si se han presentado obstáculos o 
dificultades en la tramitación de las que ha formulado o de las que ha recibido, y 
la manera en la que  podría solucionarse este problema.   
  
Algunos Estados Partes han solicitado asistencia judicial internacional a la República 
de Panamá, al amparo de la presente Convención; no obstante, tal asistencia judicial 
internacional solo puede prestarse en los casos en que pueda comprobarse que la 
misma no vulnera el orden público del Estado.  En este sentido, la República de Perú 
ha librado cuatro (4) exhortos de los cuales dos han sido declarados parcialmente 
viables y dos han sido declarados no viables, por la Sala Cuarta de la Corte Suprema 
de Justicia de la República de Panamá; igualmente, Ecuador y Costa Rica han 
presentado dos (2) exhortos que han sido declarados no viable y parcialmente viable, 
respectivamente.  
 
III. INFORMACIÓN SOBRE LA AUTORIDAD RESPONSABLE DEL 
DILIGENCIAMIENTO DEL PRESENTE CUESTIONARIO  
 
Por favor, complete la siguiente información:  
   
(a)                 Estado Parte: República de Panamá  
 
(b)                 El funcionario a quién puede consultarse sobre las respuestas dadas a 
este cuestionario es:  
 
Angélica Maytín Justiniani (Directora Ejecutiva) y/o Saúl Maloul Zebede (Asesor 
Jurídico) 
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(c)                 Organismo/oficina:  Fundación para el Desarrollo de la Libertad 
Ciudadana, Capítulo Panameño de Transparencia Internacional.  
 
 
Apartado Postal 810-266, Zona 10  
 
Panamá, República de Panamá  
 
Número de teléfono: (507) 229-4207  
                                  (507) 229-4213  
 
Número de fax: (507) 229-0294  
 
Correo electrónico: tipanama@cableonda.net  
 
 
 
-------------------------------------------------------------------------------- 
 
[1]      El presente cuestionario fue aprobado  por el Comité de Expertos del 
Mecanismo de Seguimiento de la Implementación  de la Convención Interamericana 
contra la Corrupción, en su Segunda Reunión, la cual tuvo lugar en la sede de la OEA, 
en Washington D.C., Estados Unidos,  entre los días 20 y 24 de mayo de 2002.  
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